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SESIÓN EXTRAORDINARIA N.° 70-2012 

 
Acta de la sesión extraordinaria número setenta, dos mil doce, celebrada por la Junta Directiva de la 

Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, el lunes veintisiete de agosto del dos mil doce, a 

partir de las catorce horas. Asisten los siguientes miembros: Dennis Meléndez Howell, quien preside; 

Sylvia Saborío Alvarado, Edgar Gutiérrez López, Grettel López Castro y Pablo Sauma Fiatt, así como 

los señores: Rodolfo González Blanco, gerente general; Luis Fernando Sequeira Solís, auditor interno, 

Enrique Muñoz Aguilar, director de la Dirección General de Estrategia y Evaluación; Juan Manuel 

Quesada Espinoza, director de la Dirección General Asesoría Jurídica y Regulatoria; y Alfredo 

Cordero Chinchilla, secretario de la Junta Directiva. 

 
ARTÍCULO 1.  Constancia de ingreso del auditor interno. 

 

Se deja constancia que el señor Luis Fernando Sequeira Solís, auditor interno, se incorporará a esta 

sesión, una vez conocidos los puntos 1 y 2 del orden de día. 

 

ARTÍCULO 2.  Aprobación del orden del día. 

 

El señor Dennis Meléndez Howell da lectura a los temas incluidos en el orden del día y somete a 

votación la agenda del caso. La Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 01-70-2012 

 

Aprobar el orden del día de esta sesión, el cual a la letra dice: 

 

1. Informe semanal del Centro de Desarrollo de la Regulación en torno al avance de las acciones 

para atender la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta, Segundo 

Circuito Judicial de San José, expediente 10-001055-1027-CA. 

 

2.  Continuación del análisis del RIOF. 

 

3. Recursos. 

 

3.1 Recurso de apelación interpuesto por el señor Adolfo Santana Rey, contra el oficio 2423-

SUTEL del 18 de junio de 2012. Oficio 555-DGJR-2012 del 7 de agosto de 2012.  Sin 

expediente. 

 

3.2 Recurso de apelación interpuesto por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz en contra de la 

resolución 432-RCR-2011 del 3 de mayo de 2011. ET-48-2011. Oficio 565-DGJR-2012 del 

10 de agosto de 2012 
 

3.3 Recurso de apelación interpuesto por el señor Juan Diego Solano Henry, en contra de la 

resolución RCS-061-2011 del 16 de marzo de 2011. SUTEL-OT-060-2010. Oficio 576-

DGJR-2012 del 16 de agosto de 2012. 
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3.4 Recurso de apelación interpuesto por el Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico 

(INCOP) en contra de la resolución 184-RCR-2010 del 7 de octubre de 2010.  ET-108-2010. 

Oficio 589-DGJR-2012 del 21 de agosto de 2012. 

 

3.5 Solicitud de aclaración de los términos de la resolución RJD-038-2012 del 7 de junio de 2012 

presentado por Transportes Unidos Poaseños S.A. ET-183-2009. Oficio 588-DGJR-2012 del 

21 de agosto de 2012. 

 

3.6 Recurso de reposición y nulidad concomitante interpuesto por la empresa Autotransportes 

Cuatro por Tres S.A. contra la resolución RJD-024-2012. OT-77-2011. Oficio 570-DGJR-

2012 del 10 de agosto de 2012. 

 

3.7 Recurso de apelación interpuesto por la empresa Autos Transportes Chavarría Meza S.A. 

contra la resolución RRG-141-2010 del 23 de febrero de 2010. OT-16-2010. Oficio 569-

DGJR-2012 del 10 de agosto de 2012. 

 

ARTÍCULO 3.  Informe semanal del Centro de Desarrollo de la Regulación en torno al avance 

de las acciones para atender la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo, Sección 

Sexta, Segundo Circuito Judicial de San José, expediente 10-001055-1027-CA. 

 

A partir de este momento, ingresan al salón de sesiones, el señor Guillermo Monge Guevara, director 

de la Dirección General del Centro de Desarrollo de la Regulación y la señora Norma Cruz Ruiz, Jefa 

a.i. del Departamento de Recursos Humanos, a participar en el análisis de este artículo. 

 

De conformidad con lo resuelto en el acuerdo 04-62-2012 del 30 de julio del 2012, los miembros de la 

Junta Directiva conocen un avance de las acciones para atender la sentencia del Tribunal Contencioso 

Administrativo.  

 

El señor Guillermo Monge Guevara explica una serie de aspectos relacionados con las acciones que 

está implementanto la Administración respecto de la sentencia del Tribunal Contencioso 

Administrativo.  Asismismo, informa que se está confeccionando un borrador con el informe que 

mostrará la idoneidad del estudio del mercado salarial realizado por la firma Price Waterhouse. El 

citado borrador está en proceso de revisión. 

 

Se ha estado coordinando con la Proveeduria institucional, para que inicie la tramitación de dos 

contrataciones, una la ampliación del contrato con la firma Price Waterhouse Coopers para que realice 

algunas estimaciones necesarias para contar con los datos del primer y segundo semestre del 2011, ello 

para cumplir a cabalidad con lo dictado en la sentencia.  La segunda contratación es para realizar el 

estudio de mercado retroactivo. 

 

La señora Grettel López Castro indica que le parece importante contar con el cronograma de 

actividades que les permitirá cumplir con los requerimientos de la sentencia en los tiempos 

establecidos, en particular con el estudio de mercado salarial retroactivo.  

 

El señor Pablo Sauma Fiatt comenta acerca de la idoneidad, independientemente de lo que refleje el 

estudio, le parece que hay que ser cuidadoso y tener muy claro qué es lo que solicita la sentencia del 

Tribunal Contencioso Administrativo, cuando se refiere a idoneidad. 
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A partir de este momento, se retira del salón de sesiones la señora Norma Cruz Ruiz. 

 

Analizado el asunto, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación lo informado por el señor 

Guillermo Monge Guevara, de la Dirección General del Centro de Desarrollo de la Regulación, y la 

Junta Directiva resolvió por unanimidad: 

 

ACUERDO 02-70-2012  

 

Dar por conocido el informe semanal de la Dirección General del Centro de Desarrollo de la 

Regulación, en torno al avance de las acciones para atender la sentencia del Tribunal Contencioso 

Administrativo, Sección Sexta, Segundo Circuito Judicial de San José, expediente 10-001055-1027-

CA. 

 

ARTÍCULO 4.  Continuación del análisis del Reglamento Interno de Organización y Funciones 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF).  

 
La Junta Directiva conoce un informe sobre la propuesta de modificación del Reglamento Interno de 

Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos 

Desconcentrados (RIOF). 

 
El señor Enrique Muñoz Aguilar explica una serie de elementos relacionados con al propuesta de 

reforma al Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los 

Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF), entre los cuales indica replantear algunas 

de las funciones de las instancias del área sustantiva de la organización, con la finalidad de dar un 

mejor cumplimiento al fin público otorgado a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos.  

 

Comenta sobre los resultados claves en las funciones regulatorias especificadas en este reglamento. 

Asimismo, se refiere a las funciones especificadas para cada intendencia (aguas, energía y transporte) 

en la versión vigente del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados. 

 

Acto seguido, los señores miembros de la Junta Directiva intercambian impresiones en torno a la 

explicación de la Dirección General de Estrategia y Evaluación, entre las cuales se comenta sobre el 

tema ambiental, los laboratorios, los procesos de medición de la calidad de los servicios, estadísticas y 

responsabilidades generales de las dependencias y atención de los requerimientos del SEVRI. 

 

La señora Grettel López Castro indica además, que de acuerdo con los comentarios que ha realizado 

en otras oportunidades,  las resoluciones que lleguen a la Junta Directiva, deben ser revisadas por la 

Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, previo a la aprobación final del acta. En el 

Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF) actual, ésta es una función que tiene la Secretaría de 

la Junta Directiva, incluso la de realizar las resoluciones, lo cual no considera conveniente y, en su 

lugar, sugiere que se haga la modificación del RIOF en el sentido de que sea esa Dirección, quien 

asuma esta función. 

 

Analizado el tema, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación lo conocido en esta 

oportunidad y la Junta Directiva resuelve: 
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ACUERDO 03-70-2012 

 

Dar por conocida la exposición brindada por la Dirección General de Estrategia y Evaluación, en torno 

a la propuesta de modificación del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la Autoridad 

Reguladora de los Servicios Públicos y sus Órganos Desconcentrados (RIOF), en el entendido de que 

esa Dirección incorporará las observaciones realizadas en esta oportunidad por los señores miembros 

de la Junta Directiva, en una nueva versión que elevará en una próxima sesión. Asimismo, se insta a 

los miembros de la Junta Directiva y demás participantes, que presenten las sugerencias que 

consideren oportunas. 

 

A partir de este momento se retira del salón de sesiones, el señor Guillermo Monge Guevara 

 

 

ARTÍCULO 5.  Recurso de apelación interpuesto por el señor Adolfo Santana Rey, contra el 

oficio 2423-SUTEL del 18 de junio de 2012.   
 

A partir de este momento ingresa Erick Chaves Gómez, Karla Montero Víquez y José Carlos Rojas 

Vargas, funcionarios de la Dirección General de Asesoría Juríidica y Regulatoria,a participar en el 

análisis del presente y siguientes artículos. 

 

Se analiza el oficio 555-DGJR-2012, del 7 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto por el 

señor Adolfo Santana Rey, en contra del oficio 2423-SUTEL, del 18 de junio de 2012. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio, al 

tiempo que señala las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 555-DGJR-2012, del 7 de agosto del 

2012, y la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 04-70-2012 

 

1. Rechazar de plano por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el señor Adolfo 

Santana Rey, cédula de identidad N.° 1-752-854 contra el oficio 2423-SUTEL-2012.  

 

2. Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 

3. Díctese la siguiente resolución: 
 

 

RESULTANDO: 

 

I. Que mediante oficio 2423-2012 del 18 de junio de 2012, la SUTEL le comunicó al señor Adolfo 

Santana Rey, la decisión de prescindir de sus servicios, a partir de ese día, por no haber superado la 

evaluación del período de prueba, al amparo de lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento 

autónomo de las relaciones de servicio, entre la Autoridad Reguladora sus órganos desconcentrados 

y sus funcionarios. 
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II.Que el 18 de julio de 2012, el señor Adolfo Santana Rey, presentó recurso de apelación, ante la Junta 

Directiva de la ARESEP, contra el oficio Nº 243-SUTEL-2012, mediante el cual se le comunicó que 

se prescindiría de sus servicios en el puesto Nº 52209 de la clase profesional jefe espectro de la 

SUTEL (acción de personal Nº 02-2012). 

 

III.Que mediante el memorando 322-SJD-2012, del 18 de julio de 2012, la Secretaría de Junta Directiva 

de ARESEP, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, el 

recurso de apelación interpuesto por Adolfo Santana Rey contra el oficio de la Sutel Nº 2423-

SUTEL-2012. 

 

IV. Que el 7 de agosto de 2012, mediante oficio 555-DGJR-2012, la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria rindió criterio jurídico sobre el recurso de apelación interpuesto, el cual corre 

agregado a los autos.  
 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que el recurso fue analizado por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

emitiéndose el oficio 555-DGJR-2012, que sirve de sustento para la presente resolución, del cual 

conviene extraer lo siguiente: 

 

“ (…) 

 

I. SOBRE LA COMPETENCIA DE LA JUNTA DIRECTIVA DE CONOCER EL RECURSO 

PLANTEADO. 

 

De conformidad con el artículo 53 inciso o) de la Ley N° 7593 en concordancia con lo 

establecido en el artículo 102 inciso d) de la Ley N° 6227, se desprende que la Junta Directiva 

de la Autoridad Reguladora, como superior jerárquico de la SUTEL, es la encargada de 

resolver los recursos que se presenten contra las resoluciones que ésta dicte, en materia de 

fijación de tarifas, cánones, tasas y contribuciones.  

 

En materia de empleo, es competente el Consejo de la SUTEL, conforme al artículo 73 inciso ñ) 

de aplicar el régimen disciplinario al personal de la SUTEL, no así, a la Junta Directiva de la 

ARESEP. 

 

En este sentido ha indicado la Procuraduría General de la República, en su Dictamen C-126-

2010 del 17 de junio, 2010 lo siguiente: 

“[…] Conforme lo expuesto, resulta claro que la potestad reglamentaria de la Junta Directiva 

concierne la regulación del estatuto de personal de la SUTEL, comprensivo de los derechos y 

obligaciones de los servidores. Por ende, la Junta establece el régimen disciplinario. Pero eso 

no significa que le corresponda a ese órgano ni aplicar ese régimen ni determinar que uno de 

sus órganos es el competente para aplicarlo. Nótese, en efecto, que el artículo 73 de la Ley, en 

su inciso ñ), atribuye competencia al Consejo de la Superintendencia para “aplicar el régimen 

disciplinario al personal de la SUTEL”, una aplicación que no puede ser objeto de revisión por 

parte de la Junta Directiva o del Regulador, según se deriva del artículo 53, inciso o). Y 

tampoco por el Regulador. Cuando el artículo 57, inciso 5 atribuye al Regulador General: 

“resolver los recursos que deba conocer en materia laboral”, deja claro que no todos los 

recursos en materia laboral le corresponden. Y precisamente no le corresponden los relativos a 

relaciones laborales de los empleados de la SUTEL […]”. 
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De lo anterior se concluye que la Junta Directiva de la ARESEP, no tiene la competencia para 

resolver el recurso aquí indicado, siendo así resulta improcedente el recurso planteado por el 

señor Adolfo Santana Rey contra el oficio 2423-SUTEL-2012, al tenor de lo establecido en el 

artículo 292 de la Ley General de la Administración Pública. 

 

Por esa razón, no nos pronunciamos sobre los argumentos del recurrente, ni se valorará la 

forma, ni el fondo del recurso. 

 

 (…)”. 

 

II. Que en sesión extraordinaria 70-2012 del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 

de setiembre del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 

555-DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 

III. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito 

de los autos, se acoge el criterio jurídico citado, siendo lo procedente rechazar de plano por 

improcedente el recurso de apelación interpuesto contra el oficio 2423-SUTEL-2012, tal y 

como se dispone: 

 

POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas por la Ley General de la Administración Pública (Ley 

6227) y la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593),  

 

LA JUNTA DIRECTIVA 

RESUELVE: 

 

Rechazar de plano por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el señor Adolfo Santana 

Rey, contra el oficio 2423-SUTEL-2012.  

 
NOTIFÍQUESE. 

 

 

A partir de las quince horas con cincuenta y cinco minutos, se incorpora a la sesión el señor Luis 

Fernando Sequeira Solís, auditor interno. 

 

 

ARTÍCULO 6.  Recurso de apelación interpuesto por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, en 

contra de la resolución 432-RCR-2011 del 3 de mayo de 2011. ET-48-2011.  

 

Se analiza el oficio 565-DGJR-2012, del 10 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto por la 

Compañía Nacional de Fuerza y Luz, en contra de la resolución 432-RCR-2011, del 3 de mayo de 

2011, expediente ET-048-2011. 

 

El señor José Carlos Rojas Vargas explica los principales extremos del citado criterio, al tiempo que 

señala las recomendaciones del caso. 
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Una vez analizado, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 565-DGJR-2012, del 10 de agosto 

del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

a. En cuanto al recurso interpuesto por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. 

 

ACUERDO 05-70-2012 

 
1. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la C.N.F.L., en contra de la 

resolución 432-RCR-2011 del 03 de mayo de 2011. 

 

2. Agotar la vía administrativa. 

 

3. Notificar a las partes la resolución que de dictarse, en el lugar o medio que han señalado en el 

expediente administrativo. 

 

4. Trasladar el expediente a la Dirección de Servicios de Energía para lo que corresponda. 

 

5. Díctese la siguiente resolución: 
 

 

RESULTANDO: 

 

I. El 4 de abril de 2011, la Dirección de Servicios de Energía, mediante oficio 227-DEN-2011, 

recomendó la apertura del expediente respectivo para tramitar, un incremento promedio de 

4,86% para las tarifas del sistema de distribución de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz 

S.A. (C.N.F.L.), como resultado de la aplicación del modelo de ajuste extraordinario establecido 

en la RRG-3237-2003 y modificado por la RRG-215-2010 de las 9:30 horas del 16 de marzo de 

2010.(Folios 02 a 05). 

 

II. El 2 de mayo de 2011, la Dirección de Servicios de Energía, mediante el oficio 276-DEN-2011, 

rindió informe sobre la aplicación del modelo de ajuste extraordinario para el servicio de 

distribución de la C.N.F.L. (Folios 38 a 54). 

 

III. El 3 de mayo de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 432-RCR-2011, fijó las 

tarifas del servicio de distribución de energía eléctrica que presta la C.N.F.L para el periodo 

comprendido entre la fecha de publicación de la resolución en La Gaceta (el 13 de mayo de 

2011) y el 31 de marzo de 2012. (Folios 55 a 68). 

 

IV. El 10 de mayo de 2011, la C.N.F.L., inconforme con lo resuelto interpuso recurso de revocatoria 

con apelación en subsidio contra de la resolución 432-RCR-2011. (Folios 26 a 37).   

 

V. El 12 de julio de 2011, el Comité de Regulación, mediante la resolución 551-RCR-2011, 

rechazó por el fondo el recurso de revocatoria contra de la resolución 432-RCR-2011 y emplazó 

a las partes ante el superior jerárquico. (Folio 95 a 100).  
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VI. El 21 de julio de 2011, la C.N.F.L., respondió el emplazamiento conferido ante la Junta 

Directiva de la Autoridad Reguladora. (Folio 101 a 106). 

 

VII. El 9 de agosto de 2011, la Secretaría de la Junta Directiva, mediante el oficio 257-SJD-2011, 

remitió a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria el recurso de apelación 

presentado por la C.N.F.L. (Folio 107). 

 

VIII. El 7 de marzo de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 173-DGJR-2012, indicó a la Secretaría de Junta Directiva que en el expediente no 

constaba el informe que ordena en el artículo 349 de la Ley General de Administración Pública. 

(Folio 108). 

 

IX. El 12 de marzo de 2012, la Dirección de Servicios de Energía, mediante el oficio 226-DEN-

2012, de conformidad con lo que establece el artículo 349 de la L.G.A.P, elevó nuevamente a 

conocimiento de la Junta Directiva el recurso de apelación. (Folio 110). 

 

X. El 21 de marzo de 2012, la Secretaría de Junta Directiva, mediante el oficio 134-SJD-2012, 

remitió nuevamente a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, el recurso de 

apelación interpuesto por la C.N.F.L. (Folio 111).  

 

XI. El 10 de agosto de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 565-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación presentado por la Compañía 

Nacional de Fuerza y Luz contra la resolución 432-RCR-2011 del 03 de mayo de 2011. 

 

XII. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 565-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II. ANALISIS POR LA FORMA 

 

1. NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las 

disposiciones contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la 

Administración Pública y sus reformas. 

 

 

2. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

La resolución 432-RCR-2011 fue notificada al recurrente el día 5 de mayo de 2011 

(folio 68) y la impugnación fue planteada el día 10 de mayo de 2011 (folio 26). 
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Del análisis comparativo entre la fecha de notificación del acto y la de interposición 

del recurso, con respecto al plazo de tres días hábiles para recurrir, otorgado en el 

artículo 346 de la Ley General de la Administración Pública, relacionado con el 

numeral 256 inciso 3 de la misma ley, el cual dispone que los plazos rigen a partir del 

día siguiente a la última comunicación del acto impugnable, se tiene que el plazo para 

la interposición del recurso venció el 10 de mayo de 2011, por lo que se concluye que la 

impugnación se presentó dentro del plazo legal.  

 

3. LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la Asociación de Desarrollo 

Integral de Altos de San Isidro de Atenas está legitimada para actuar -en la forma en lo 

que ha hecho- como representante de los vecinos de San Isidro de Atenas, de acuerdo 

con lo establecido en los artículos 275 y 276 de la Ley General de la Administración 

Pública, en relación con los artículos 31 y 36 de la Ley 7593; ya que es parte dentro del 

procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

4. REPRESENTACIÓN 

 

El señor Marco Antonio Cordero Gamboa, actúa en su condición de subgerente con 

facultades de apoderado general, -según consta en la certificación visible a folio 81- 

por lo cual está facultado para actuar en nombre de la C.N.F.L. 

  

(…)” 

 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

Inicialmente, se debe tener presente que el modelo de fijación extraordinaria de tarifas 

utilizado en la resolución recurrida fue establecido en la resolución RRG-3237-2003 del 22 

de octubre de 2003 y modificado el 16 de marzo del 2010 mediante resolución RRG-215-

2010 (en la que se incluye un factor de ajuste por rezago tarifario). Este modelo se aplica 

posteriormente a una  fijación tarifaria para los sistemas de generación o transmisión del 

ICE, en razón de que tal ajuste afecta directamente los costos por la compra de energía por 

parte de las empresas distribuidoras. 

El referido modelo es claro al indicar que los costos e ingresos para el calculo tarifario, se 

estimarán para un periodo de 12 meses y consecuentemente las tarifas se fijarán para ese 

mismo lapso, una vez que se publique la resolución en La Gaceta.  

De la revisión del expediente tarifario, este órgano asesor concluye que lo resuelto por el 

Comité de Regulación en esta oportunidad, se apegó a lo establecido en el modelo de 

fijación extraordinaria antes citado, por lo que lo correspondiente es rechazar el argumento 

de la recurrente. 
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No obstante lo anterior, este órgano asesor no desconoce el desfase que en este caso, se 

presenta en la recuperación de los gastos estimados de la C.N.F.L por la compra de energía 

al ICE en el 2011, al definirse en la resolución 386-RCR-2011, las tarifas de generación del 

ICE para el periodo abril-diciembre de 2011- entre otras -, mientras en la resolución 432-

RCR-2011 se fijaron las tarifas de la C.N.F.L. para el periodo mayo 2011-marzo 2012. Sin 

embargo, no debe perder de vista la recurrente, que finalmente las tarifas establecidas en la 

resolución 432-RCR-2011 le permiten recuperar el monto estimado de gastos por el 

incremento de la tarifa T-CB “Ventas a ICE Distribución y CNFL, S.A” del ICE, lo cual 

consta el cuadro “CNFL: Estimación de gastos por compra de energía al ICE e ingresos 

2011-2012” que corre a folio 54 del expediente administrativo.  

Así las cosas, lo resuelto por el Comité de Regulación, en estricto sentido, no contraviene el 

concepto equilibrio financiero definido en la Ley 7593 y su Reglamento, en razón de que las 

referidas normas no delimitan temporalmente tal condición. Lo anterior si perder de vista 

que cualquier prestador de servicios públicos puede en cualquier momento hacer uso de su 

derecho de solicitar tarifas por la vía ordinaria. 

Por tanto, se recomienda rechazar el recurso interpuesto por la C.N.F.L.   

 
 

V. CONCLUSIONES 
 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

1) El recurso de apelación interpuesto por la C.N.F.L., en contra de la resolución 

432-RCR-2011 del 03 de mayo de 2011, resulta admisible, puesto que fue 

presentado dentro del plazo legal.  

 

2) Lo resuelto por el Comité de Regulación en esta oportunidad, se apegó a lo 

establecido en el modelo de fijación extraordinaria, definido y modificado 

mediante resoluciones RRG-3237-2003 y RRG-215-2010 respectivamente. 

 

3) No se desconoce el desfase que, en este caso se presenta en la recuperación de los 

gastos estimados de la C.N.F.L por la compra de energía al ICE en el 2011, al 

definirse tarifas de generación y distribución aplicables en periodos diferentes. 

 

4) Lo resuelto por el Comité de Regulación, en estricto sentido, no contraviene el 

concepto equilibrio financiero definido en la Ley 7593 y su Reglamento, en razón 

de que las referidas normas no delimitan temporalmente tal condición. 

 

(…)” 

 

II. Que en sesión extraordinaria 70-2012, del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 de 

setiembre de 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 565-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 
 

III Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la 

C.N.F.L., en contra de la resolución 432-RCR-2011 del 03 de mayo de 2011. 2.- Agotar la vía 

administrativa. 3.- Notificar a las partes la resolución que ha de dictarse, en el lugar o medio que 

han señalado en el expediente administrativo. 4.- Trasladar el expediente a la Dirección de 

Servicios de Energía para lo que corresponda.  
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POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 
 

I. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por la C.N.F.L., en contra de la 

resolución 432-RCR-2011 del 03 de mayo de 2011. 

 

II. Agotar la vía administrativa. 

 

III. Trasladar el expediente a la Dirección de Servicios de Energía para lo que corresponda. 
 

Notifíquese. 

 

 

b. En cuanto a la recomendación adicional de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria. 

 

El señor Dennis Meléndez Howell señala que de las recomendaciones apuntadas en esta oportunidad 

por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria y contenidas en el oficio 565-DGJR-2012, 

del 10 de agosto del 2012, se extrae una recomendación adicional. En ese sentido, indica que lo 

atinente es tomar un acuerdo separado de la resolución en donde se le solicite a la Dirección General 

del Centro de Desarrollo de la Regulación, realizar una revisión del “Modelo de fijación extraordinaria 

de tarifas, para el servicio de distribución de energía eléctrica que se aplicará cuando se le hayan fijado 

tarifas para la compra de energía y para el servicio de transmisión”. 

 

Analizado el tema, con base en la recomendación adicional de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 565-DGJR-2012, del 10 de agosto del 2012, el señor 

Dennis Meléndez Howell somete a votación la propuesta y la Junta Directiva resuelve por 

unanimidad: 

 

ACUERDO 06-70-2012 

 

Solicitar a la Dirección General del Centro de Desarrollo de la Regulación que, a más tardar el 27 de 

noviembre del 2012, realice una revisión del “Modelo de fijación extraordinaria de tarifas, para el 

servicio de distribución de energía eléctrica, que se aplicará cuando se le hayan fijado tarifas para la 

compra de energía y para el servicio de transmisión”, y proponga a esta Junta Directiva las mejoras 

que considere pertinentes. 

 

 

ARTÍCULO 7. Recurso de apelación interpuesto por el señor Juan Diego Solano Henry, en 

contra de la resolución RCS-061-2011 del 16 de marzo de 2011. SUTEL-OT-060-2010.  

 

Se conoce el oficio 576-DGJR-2012, del 16 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto por el 

señor Juan Diego Solano Henry, en contra de la resolución RCS-061-2011, del 16 de marzo de 2011, 

expediente SUTEL-OT-060-2010. 
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La señora Karla Montero Víquez explica los principales extremos del citado criterio, al tiempo que 

señala las recomendaciones del caso. 

 

De inmediato se suscita un amplio cambio de impresiones entre los señores miembros de la Junta 

Directiva, en torno a las recomendaciones expuestas por la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, dentro del cual se considera conveniente acoger parcialmente el oficio 576-DGJR-2012, 

de cita y apartarse únicamente en cuanto a la recomendación 4 de dicho dictamen, dimensionando los 

efectos de la anulación parcial de las resoluciones RCS-061-2001 y RCS-100-2011, ello con el fin de 

evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz social; todos, 

bienes comprendidos en el concepto de interés público, manteniendo la eliminación de la 

flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, durante el tiempo en que estuvo vigente la 

resolución RCS-061-2011, hasta el dictado de la presente resolución, por las siguientes razones:  

 

1)   Al día de hoy este órgano colegiado no tiene elementos de juicio para saber exactamente 

cuánto fue verdaderamente el perjuicio que se le pudo haber causado a los usuarios,  

 

2)    Puede que haya habido ingresos adicionales, pero el perjuicio que pudo haberle causado a los 

usuarios es insignificante en comparación con el costo de devolverlo.  

 

3)  El resultado de un análisis costo/beneficio podría conllevar un elemento demasiado 

complicado cuyos costos podrían ser excesivamente onerosos para la Institución y 

consecuentemente, siendo una situación monopólica, al final de cuentas, tarde o temprano se 

le va a revertir al usuario. 

  

Una vez analizado, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 576-DGJR-2012, del 16 de agosto 

del 2012 y apartarse únicamente en cuanto a la recomendación 4 de dicho dictamen, la Junta Directiva 

resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 07-70-2012 

 

1. Declarar parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto por el señor Juan Diego 

Solano Henry, en contra de la resolución RCS-061-2011, únicamente en cuanto a los argumentos 

1 y 3, referentes a la flexibilización y eliminación de la banda horaria para la telefonía fija y su 

efecto en los ingresos del ICE. 

 

2. Anular parcialmente la resolución RCS-061-2011, del 16 de marzo de 2011, y por conexidad la 

resolución RCS-100-2011 del 11 de mayo de 2011, que rechazó el recurso de revocatoria, 

únicamente en cuanto a la flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, quedando las 

tarifas para este servicio, bajo los términos establecidos en la resolución RCS-615-2009, del 18 de 

diciembre del 2009. En todo lo demás, debe mantenerse incólume la resolución RCS-061-2011. 

 

3. Instruir al Consejo de la SUTEL, para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la 

comunicación de la resolución que llegue a dictarse, realice un estudio de oficio sobre las tarifas 

para el servicio de telefonía fija, y de determinarse que deben ajustarse, se proceda a su fijación. 
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4. Dimensionar los efectos de la anulación parcial de las resoluciones RCS-061-2001 y RCS-100-

2011, con el fin de evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la 

justicia y la paz social; todos, bienes comprendidos en el concepto de interés público, 

manteniendo la eliminación de la flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, durante 

el tiempo en que estuvo vigente la resolución RCS-061-2011, hasta el dictado de la presente 

resolución. 

 

5. Devolver al Consejo de la SUTEL, el expediente administrativo para lo que corresponda. 

 

6. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

7. Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 

8. Publicar la presente resolución, en el diario oficial La Gaceta. 

 

9. Díctese la siguiente resolución: 

 
RESULTANDO: 

 

 

I. El 27 de octubre de 2010, el señor Claudio Bermúdez Aquart, Gerente de Telecomunicaciones 

del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), presentó ante el Consejo de la 

Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), solicitud para la “Administración Flexible 

de la Banda Horaria para Tráfico Telefónico Fijo y Móvil”. (Folios 136 a 161). 

 

II. El 22 de febrero de 2011, mediante oficio 318-SUTEL-2011, “Informe sobre modificaciones 

tarifarias del ICE, sector telecomunicaciones”, se recomendó al Consejo de la SUTEL 

mantener la estructura tarifaria actual, hasta tanto no se realicen los estudios de costos 

respectivos. (Folios 284 a 301). 

 

III. El 3 de marzo de 2011, mediante oficio 367-SUTEL-2011, se recomendó al Consejo de la 

SUTEL, entre otras cosas, rechazar la petición del ICE de administrar de forma flexible la 

banda horaria para el tráfico del servicio telefónico básico tradicional. (Folios 225 a 244). 

 

IV. El 14 de marzo de 2011, mediante oficio 425-SUTEL-2010 [sic], se remitió al Consejo de la 

SUTEL la propuesta de modificación para la flexibilización de las bandas horarias aplicadas a 

los servicios de telefonía del ICE. (Folios 249 a 265). 

 

V. El 16 de marzo de 2011, el Consejo de la SUTEL, mediante la resolución RCS-061-2011, 

publicada en La Gaceta N° 73 del 14 de abril del 2011, con base en los oficios 425-SUTEL-

2010 [sic], 447-SUTEL-2011 y 448-SUTEL-2011, resolvió entre otras cosas, en el POR 

TANTO III “Flexibilizar la banda horaria aplicada actualmente a los servicios de telefonía fija 

y móvil… (…)”. (Folios 302 a 329). 

 

VI. El 17 de marzo de 2011, mediante oficios 447-SUTEL2011 y 448-SUTEL-2011 se remitieron 

al Consejo de la SUTEL los análisis de las oposiciones presentadas en la audiencia pública por 

el Consejero del Usuario y el señor Juan Diego Solano Henry respectivamente, en los cuales 

se recomendó rechazar las mismas. (Folios 277 a 283 y 266 a 276). 
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VII. El 6 de abril de 2011, el señor Juan Diego Solano Henry, inconforme con lo resuelto, 

interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la resolución RCS-

061-2011. (Folios 245 a 248). 

 

VIII. El 8 de abril de 2011, el señor Juan Diego Solano Henry, presentó fe de erratas al recurso de 

revocatoria con apelación en subsidio interpuesto en contra de la resolución RCS-061-2011. 

(Folio 330). 

 

IX. El 14 de abril de 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

104-SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la resolución 

RCS-061-2011. (Folio 340). 

 

X. El 14 de abril de 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

106-SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, la fe de erratas al recurso de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la 

resolución RCS-061-2011. (Folio 339). 

 

XI. El 4 de mayo de 2011, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 229-DGJR-2011, emitió el informe mediante el cual concluye que: “Siendo que el 

Consejo de la SUTEL no ha resuelto el recurso de revocatoria interpuesto por el señor Juan 

Diego Solano Henry, resultaría prematuro, que la Junta Directiva entre a conocer el recurso de 

apelación en subsidio interpuesto contra dicho acto.” (Folios 356 a 357). 

 

XII. El 5 de mayo de 2011, la asesoría jurídica del Consejo de la SUTEL mediante el oficio 827-

SUTEL-2011, emitió el informe jurídico sobre el recurso de revocatoria con apelación en 

subsidio interpuesto por el señor Solano Henry. (Folios 362 a 371). 

 

XIII. El 11 de mayo de 2011, el Consejo de la SUTEL, mediante la resolución RCS-100-2011, 

resolvió el recurso de revocatoria interpuesto por el señor Juan Diego Solano Henry y dio por 

agotada la vía administrativa. (Folios 376 a 387). 

 

XIV. El 17 de mayo de 2011, el señor Juan Diego Solano Henry presentó solicitud de aclaración, 

adición y ampliación a la resolución RCS-100-2011 del Consejo de la SUTEL, por cuanto no 

se realizó el emplazamiento a las partes ante el superior, ni se remitió el expediente tal y como 

corresponde al resolverse el recurso de revocatoria. (Folio 374).  

 

XV. El 15 de julio de 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el oficio 219-

SJD-2011, remitió al Regulador General y a la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el acuerdo No. 5 de la sesión ordinaria 42-2011 de la Junta Directiva de la 

Autoridad Reguladora, en el que se resolvió “ (…) quedar a la espera de que el Consejo de la 

SUTEL eleve a conocimiento de la Junta Directiva lo resuelto a la solicitud de aclaración, 

adición y ampliación a la resolución RCS-100-2011 (…)” . (Folio 389). 

 

XVI. El 16 de noviembre de 2011, el señor Juan Diego Solano Henry presentó escrito solicitando 

pronta resolución del recurso presentado. (Folios 409 a 421). 

 

XVII. El 22 de noviembre de 2011, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el 

memorando 480-SJD-2011, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, el recurso de apelación en subsidio interpuesto por el señor Juan Diego 

Solano Henry, en contra de la resolución RCS-061-2011. (Folio 422). 
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XVIII. El 16 de enero de 2012, la Dirección General de Mercados del Consejo de la SUTEL, 

mediante el oficio 151-SUTEL-DGM-2012, emitió el informe sobre la solicitud de aclaración, 

adición y ampliación a la resolución RCS-100-2011, planteada por el señor Solano Henry. 

(Folios 442 a 447). 

 

XIX. El 25 de enero de 2011 [sic], la Secretaría del Consejo de la SUTEL, mediante el oficio 073 

SUTEL SC-2012, remitió a la Presidencia de dicho Consejo y a la Dirección General de 

Mercados, el acuerdo 016-003-2012 de la sesión 003-2011 [sic] del Consejo de la SUTEL, el 

cual dispuso entre otras cosas, acoger la solicitud de aclaración, adición y ampliación a la 

resolución RCS-100-2011 interpuesta por el señor Juan Diego Solano Henry y de conformidad 

con el artículo 349 de la Ley General de la Administración Pública (L.G.A.P.) se emplazó al 

recurrente ante la Junta Directiva de la ARESEP. (Folio 455 y 456). 

 

XX. El 25 de enero de 2012, el Consejo de la SUTEL, mediante el oficio 237-SUTEL-2012, emitió 

el informe que ordena el artículo 349 de la L.G.A.P. respecto al recurso de apelación en 

subsidio interpuesto por el recurrente. (Folios 448 a 450). 

 

XXI. No consta en autos que el recurrente haya dado respuesta al emplazamiento conferido. 

 

XXII. El 30 de enero de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

33-SJD-2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, el recurso de apelación interpuesto por Juan Diego Solano Henry contra la 

resolución del Consejo de la SUTEL RCS-061-2011. (Folio 451). 

 

XXIII. El 10 de agosto del 2012, la Secretaría de Junta Directiva de la ARESEP, mediante el oficio 

373-SJD-2012, remitió el acuerdo 04-065-2012, inciso 3) del acta de la sesión 65-2012, 

celebrada el 9 de agosto del 2012, donde se solicitó a la Dirección General de Asesoría 

Jurídica y Regulatoria, incorporar en el análisis del recurso interpuesto, los argumentos 

expuestos por el señor Carlos Raúl Gutiérrez Gutiérrez, Presidente del Consejo de la SUTEL. 

 

XXIV. Que el 16 de agosto del 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

mediante el oficio 576-DGJR-2012, rindió el criterio sobre el recurso de apelación presentado 

por Juan Diego Solano Henry contra la resolución RCS-061-2011. 

 

XXV. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente 

resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I.-   Que del oficio 576-DGJR-2012 arriba citado, que sirve parcialmente de sustento a la presente 

resolución, se extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

I. SOBRE LA COMPETENCIA DE LA JUNTA DIRECTIVA DE CONOCER EL 

RECURSO PLANTEADO 

 

En este caso específico -como se desarrollará en el análisis de fondo- , el Consejo de la SUTEL 

tomó la decisión de flexibilizar la banda horaria de la telefonía fija y como consecuencia 
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eliminar la tarifa reducida, lo que resultó en un cambio de la estructura tarifaria de este 

servicio. 

 

En virtud de lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 53 inciso o) de la Ley 

N° 7593 en concordancia con lo establecido en el artículo 102 inciso d) de la Ley N° 6227, al 

tratarse en el fondo, de materia de fijación tarifaria, se desprende que la Junta Directiva de la 

Autoridad Reguladora, como superior jerárquico de la SUTEL, es el órgano competente para 

resolver en alzada el recurso planteado. 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1. NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso interpuesto es el ordinario de apelación, al que se le aplican los artículos 342 a 352 

de la L.G.A.P. y sus reformas. 

 

2. TEMPORALIDAD DEL RECURSO 

 

De conformidad con el artículo 346 de la L.G.A.P., el recurso debe interponerse dentro del 

término de tres días, tratándose del acto final, contados a partir de la última comunicación del 

acto. No obstante lo anterior, del análisis realizado, no consta en autos que la resolución 

recurrida fuera notificada al recurrente en el medio señalado para tal fin. 

 

Al respecto, se tiene que el día 6 de abril del 2011, el señor Juan Diego Solano Henry interpuso 

el referido recurso (folios 245 al 248). 

 

En virtud de lo anterior, por no constar en autos las actas de notificación de la resolución 

recurrida, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 247 de la L.G.A.P., la notificación se 

tendrá por hecha en el momento en que gestionó la parte, por lo que el recurso se encuentra 

presentado en tiempo. 

 

3. LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar que el recurrente está legitimado para actuar -

en la forma en que lo ha hecho- de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, 276 y 282 

de la L.G.A.P., pues es parte en el procedimiento en que recayó la resolución recurrida. 

 

(…)” 

 

V.  ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

1.  SOBRE LA FLEXIBILIZACIÓN Y ELIMINACIÓN DE LA BANDA HORARIA:  
 

Previo a analizar los argumentos de inconformidad del recurrente, este órgano asesor 

considera conveniente referirse al origen de las tarifas del servicio de telefonía fija. A groso 

modo el antecedente se esas tarifas, es el siguiente: 

 

a) Mediante resolución RRG-5957-2006 del 31 de agosto de 2006, publicada en el 

Alcance N° 52 de La Gaceta N° 183 del 25 de setiembre de 2006, se definen, entre 

otras, las tarifas en dos periodos tarifarios (pleno y reducido) para el servicio de 

telefonía fija que brinda el ICE.  
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b) Mediante resolución RCS-615-2009 del 18 de diciembre del 2009, publicada en La 

Gaceta N° 31 del 15 de febrero de 2010, el Consejo de la SUTEL resolvió entre otros, 

“definir como ‘tarifas máximas’ aquellas aprobadas en las resoluciones emitidas por la 

ARESEP” y “aclarar que dichas tarifas rigen para todos los operadores y proveedores 

que cuenten con el respectivo título habilitante para la prestación de servicios de 

telecomunicaciones”, mientras no exista competencia efectiva.  

 

c) Mediante resolución RCS-061-2011 del 16 de marzo de 2011, publicada en La Gaceta 

N° 73 del 14 de abril de 2011, el Consejo de la SUTEL resolvió, entre otros, flexibilizar 

la banda horaria aplicada a los servicios de telefonía fija y móvil establecida en el 

pliego tarifario según lo dispuesto en la resolución RCS-615-2009. 

 

Ahora bien, en cuanto a los argumentos primero y tercero del recurso, referidos a la 

flexibilización de la banda horaria para telefonía fija y su efecto sobre los ingresos del ICE, se 

analizarán en conjunto, ya que estos guardan cierta relación. 

 

De la convocatoria a audiencia pública se extrae, que la intención del acto administrativo era 

establecer una política regulatoria, en la misma se indicó: “(…) No es una propuesta de 

modificación de las tarifas vigentes, sino del período en que se aplican esas tarifas. (…)” (folio 

167). Asimismo, en el desarrollo de la resolución recurrida, se prevé que el ICE ofrecerá a sus 

clientes un abanico de tarifas y que con ello se evidencia que el sector ha entrado en 

competencia. 

 

El Consejo de la SUTEL, fundamentó la resolución recurrida –entre otros argumentos–, en que 

el mercado de las telecomunicaciones:  

 

“…se encuentra en lo que se denomina, según lo establecido en la RCS-615-2009, “fase 

de transición hacia el régimen de competencia del mercado de telecomunicaciones”. En 

esta etapa intermedia o de transición, la teoría del mercado contestable, plantea que se 

puede esperar que el operador incumbente se comporte como si estuviera operando en un 

entorno de competencia, esto por la amenaza que tiene de futuros competidores. Así, la 

teoría del mercado contestable permite sustentar el hecho de que la eliminación o 

flexibilización de la banda tarifaria actual no necesariamente llevaría a que el operador 

incumbente, ante las nuevas condiciones de flexibilidad, se comporte como un operador 

monopolístico, el cual tasaría todo el tráfico liberalizado a la tarifa máxima plena 

vigente. 

(…) 

En el mercado de telefonía fija, el Consejo de la SUTEL puede tomar en consideración 

que el ingreso de operadores que ofrecen el servicio de Telefonía IP puede generar algún 

grado de competencia en el mercado de telefonía fija si se considera que existe un nivel 

de sustituibilidad entre la Telefonía IP y la telefonía fija.” (El subrayado no es del 

original) 

 

Cabe indicar que el artículo 28 de la Ley N° 8642 Ley General de Telecomunicaciones, señala 

en lo conducente: 
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“ARTÍCULO 28.-   Servicio telefónico básico tradicional 

Por medio de los procedimientos previstos en este título, no podrán otorgarse concesiones 

o autorizaciones relacionadas con la operación de redes públicas de telecomunicaciones 

asociadas únicamente con la prestación del servicio telefónico básico tradicional.  En 

este caso se requerirá la concesión especial legislativa a que se refiere el inciso 14) del 

artículo 121 de la Constitución Política.  No obstante, dichas redes y el servicio telefónico 

básico tradicional estarán sometidas a esta Ley y a la competencia de la Sutel para 

efectos de regulación.” 

 

Se desprende del artículo de cita, el cual es consecuente con el artículo 7 de la Ley N° 8660 Ley 

de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, 

que la telefonía fija (entendida como el servicio telefónico básico tradicional, que tiene como 

objeto la comunicación de usuarios, mediante centrales de conmutación de circuitos para voz y 

datos, en una red predominantemente alámbrica), se excluye del otorgamiento de concesiones o 

autorizaciones incluidas en la Ley N° 8642 y que el título habilitante en este caso, solo puede 

darse por una ley específica promulgada por la Asamblea Legislativa. En ese contexto, en la 

actualidad el ICE mantiene el monopolio legal de la prestación de este servicio. 

 

Sobre el tema de la competencia efectiva, el autor Miguel Ángel Lasheras, en su libro “La 

regulación económica de los servicios públicos” (1era edición, octubre 1999. Barcelona, 

España), señala:  

 

(…) "Para que la competencia signifique la eliminación de rentas de monopolio o de 

información y, por tanto, unos precios eficientes, debe existir entre las empresas que 

configuran la oferta un nivel de rivalidad que influya en su conducta, obligándolas a 

ofertar precios y cantidades que conduzcan a unos excedentes del consumidor que hagan 

máximo el bienestar social [Nutall y Vickers (1996)]. Esta rivalidad ocurre cuando hay 

suficientes empresas donde elegir y no existen costes para que el consumidor cambie 

efectivamente de suministrador. Si la rivalidad no afecta significativamente la conducta 

de las empresas en ganar ventas reduciendo precios o aumentando calidad, no promoverá 

la eficiencia económica. En tal caso, desaparecerán las posibles ventajas de una 

sustitución de la regulación de tarifas por una regulación de las condiciones de 

competencia. (…)” 

 

Además, sobre la teoría de mercados atacables o contestables (Contestable Market Theory), en 

el mismo documento, el autor indica que ante la ausencia de barreras de entrada, un monopolio 

que anticipe posibles rivales, fijará sus precios de forma tal que eliminen el incentivo a que 

nuevas empresas entren al sector, lo que hace innecesaria la regulación de precios, pero que 

para que un mercado se considere atacable deben existir las siguientes condiciones: a) las 

tecnologías deben ser conocidas y susceptibles de ser utilizadas por todas las empresas, b) no 

deben existir costos hundidos, que puede ser utilizados como una barrera de entrada, c) no se 

utilizan los precios como estrategia de reacción ante nuevas entradas al mercado, y d) los 

consumidores reaccionan inmediatamente ante cambios en los precios, no se identifican con la 

marca ni la calidad de los productos. Es por esto que este autor considera que: 
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“Lo estricto de estas restricciones hace que la teoría de los mercados atacables 

difícilmente pueda justificar una estrategia de transición a la competencia que utilice 

únicamente como herramienta de regulación las condiciones de entrada en el sector 

regulado. No debe restarse mérito a esta teoría, en la medida que destaca la importancia 

de las barreras de entrada para la regulación de los monopolios naturales, pero 

difícilmente puede suponer una sustitución de otras herramientas de regulación como el 

control de precios, la separación de actividades, la mitigación del poder de mercado o el 

fraccionamiento de la propiedad de los monopolios como herramientas para favorecer la 

transición a la competencia (…)”. 

 

Así las cosas, considera esta asesoría que la telefonía fija en este momento se encuentra en 

monopolio, por lo consiguiente el solo hecho de indicar que este servicio podría tener 

competencia mediante la tecnología IP, tomando en cuenta que existe algún nivel de sustitución 

entre ambos, sin que se haya realizado un análisis empírico que así lo compruebe, no es 

fundamento suficiente para lo actuado. Por lo tanto se concluye que, el Consejo de la SUTEL se 

basó en elementos teóricos para fundamentar la decisión de flexibilizar la banda horaria de la 

telefonía fija y como consecuencia eliminar la tarifa reducida, lo que resultó en un cambio de la 

estructura tarifaria de este servicio, que pudo haber significado una modificación en los 

ingresos del operador actual. Por la naturaleza del servicio de telefonía fija, y por lo indicado 

anteriormente, es criterio de este órgano asesor que lo correspondiente era realizar un estudio 

tarifario siguiendo para ello lo dispuesto en la Ley N° 8642 y el Reglamento para la fijación de 

las bases y condiciones para la fijación de precios y tarifas, establecido por la Junta Directiva 

de ARESEP, publicado en La Gaceta N° 82 del 29 de abril de 2009. 

 

En cuanto esto último, cabe mencionar que del acta de la sesión ordinaria No 016-2011 del 2 

de marzo del 2011del Consejo de la SUTEL, en la que fue discutido este tema, se denota una 

preocupación por parte de los miembros de dicho Consejo, con respecto al estado de las 

finanzas del ICE en ese momento. Así, en su artículo sétimo se manifiesta que: “(…) le 

preocupa que el ICE señala que lo que recibe en la actualidad es insuficiente para cubrir sus 

costos, también hace ver su preocupación (sic) que el componente de la banda horaria se vea 

como un componente tarifario (…)” Por otra parte se indicó con respecto al ICE que “(…) mes 

a mes se ha visto el deterioro que han venido sufriendo sus estados financieros en los últimos 

tiempos, cuando se han desarrollado reuniones entre ambas entidades. Señala que la situación 

financiera es bastante precaria si se toma en cuenta el nivel que manejan otros operadores a 

nivel mundial. (…)”. El acuerdo tomado en esta ocasión señala: “(…) ACUERDO 010-016-

2011… considerando el entorno de competencia que se avecina en el mercado de las 

telecomunicaciones, se remita al Consejo una propuesta paulatina de fijación tarifaria de la 

banda horaria.”  

 

Se extrae de lo indicado en el punto anterior, que los miembros del Consejo de la SUTEL, 

conocían que la flexibilización de la banda horaria podría tener como consecuencia un impacto 

en las finanzas del ICE.  

 

Por lo tanto, se reafirma nuestro criterio de que era necesario realizar un estudio tarifario que 

permitiera fijar las nuevas tarifas para el servicio de telefonía fija con base en lo que establece 

la Ley N° 8642 y el Reglamento para la fijación de las bases y condiciones para la fijación de 

precios y tarifas, establecido por la Junta Directiva de ARESEP, publicado en La Gaceta N° 82 

del 29 de abril de 2009, situación que no ocurrió.  
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Se deprende de los argumentos analizados, que lleva razón el recurrente. 

 

2. SOBRE EL OFICIO 367-SUTEL-2011: 

 

En cuanto al punto referido a que el Consejo de la SUTEL se apartó sin justificación de la 

recomendación técnica dada mediante oficio 367-SUTEL-2011 (folios 225 a 244), se indica que 

dicho Consejo, resolvió flexibilizar la banda horaria de conformidad con la recomendación 

dada en el oficio 425-SUTEL-2010 [sic] (folios 249 a 265) de fecha 14 de marzo del 2011. 

 

Al respecto cabe indicar que, en efecto, el artículo 303 de la L.G.A.P dispone:  

 

“Artículo 303.- 

Los dictámenes serán facultativos y no vinculantes, con las salvedades de ley”.  

 

Lo anterior constituye un principio en materia consultiva, que a efecto de no lesionar la 

competencia legalmente atribuida, se establece que la consulta es una formalidad facultativa y 

no vinculante (al respecto ver dictamen de la Procuraduría General de la República C-003-

2009 de fecha 19 de enero, 2009). En consecuencia, el Consejo de la SUTEL, por principio, es 

libre para decidir a cuál recomendación sujetarse. 

 

En virtud de lo anterior, considera este órgano asesor, que el recurrente no lleva razón en su 

argumento.  

 

3. SOBRE LOS PRINCIPIOS DE UNIVERSALIDAD Y SOLIDARIDAD: 

 

Sobre este argumento cabe indicar que la Ley N°8642, en su artículo 3, incisos a) y b) indica: 

 

“ARTÍCULO 3.-   Principios rectores 

 

La presente Ley se sustenta en los siguientes principios rectores: 

 

a) Universalidad: prestación de un mínimo de servicios de telecomunicaciones a los 

habitantes de todas las zonas y regiones del país, sin discriminación alguna en 

condiciones adecuadas de calidad y precio. 

 

b) Solidaridad: establecimiento de mecanismos que permitan el acceso real de las 

personas de menores ingresos y grupos con necesidades sociales especiales a los 

servicios de telecomunicaciones, en condiciones adecuadas de calidad y precio, 

con el fin de contribuir al desarrollo humano de estas poblaciones 

vulnerables.(…)” 

 

No se desprende de lo argumentado por el recurrente, que la flexibilización de la banda 

horaria tenga como consecuencia la violación de dichos principios, por lo tanto se concluye 

que la falta de fundamentación hace imposible el análisis de este argumento. 
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4.  SOBRE EL ACUERDO 007-2011 DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA ARESEP: 

 

En cuanto a que no se encuentran las hojas de cálculo en el expediente, se le indica al 

recurrente que el acto administrativo tuvo como alcance el análisis de la flexibilización de la 

banda horaria, por lo que no se realizaron cálculos tarifarios, en consecuencia no lleva razón 

el recurrente en su argumento. 

 

VI. NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. 

 

De conformidad con lo señalado en el artículo 102 inciso d) de la L.G.A.P., el cual establece 

que el superior jerárquico tendrá entre otras, la potestad de adoptar las medidas necesarias 

para ajustar la conducta del inferior a la ley y a la buena administración, revocándola, 

anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de recurso administrativo; en concordancia 

con lo establecido en el artículo 53 inciso l) de la Ley N° 7593 y lo dispuesto en el artículo 174 

de la Ley General supra citada, y con el fin de evitar que los actos administrativos que se 

llegaron a dictar adolezcan de vicios, se procede a señalar lo siguiente: 

 

Dicha Ley General, hace referencia a una serie de elementos que debe tener todo acto 

administrativo para considerarse válido. Estos elementos son: 1) Sujeto (artículo 129), 2) 

Forma (artículo 134), 3) Procedimiento (artículo 308 y siguientes), 4) Motivo (artículo 133), 5) 

Contenido (artículo 132); y, 6) Fin (artículo 131). 

 

El motivo legítimo lo constituye el conjunto de antecedentes fácticos y jurídicos que justifican la 

decisión tomada por la respectiva Administración y su falta provocaría la nulidad absoluta del 

acto.  

 

En cuanto al contenido del acto, el cual debe ser lícito, posible, claro, preciso y abarcar todas 

las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, proporcionado al fin, y en caso de 

afectar derechos subjetivos de los particulares debe contar con un motivo legítimo y razonable.  

 

Por otro lado, el artículo 223 de la misma Ley, dispone:  

 

“(…) Sólo causará nulidad de lo actuado la omisión de formalidades sustanciales del 

procedimiento. 

Se entenderá como sustancial la formalidad cuya realización correcta hubiera impedido o 

cambiado la decisión final en aspectos importantes, o cuya omisión causare indefensión”. 

 

De los autos se desprende que existen vicios en el motivo y contenido de la resolución RCS-061-

2011, por cuanto el servicio de telefonía fija en este momento se encuentra en monopolio, por 

lo consiguiente el solo hecho de indicar que este servicio podría tener competencia mediante la 

tecnología IP, tomando en cuenta que existe algún nivel de sustitución entre ambos, sin que se 

haya realizado un análisis empírico que así lo compruebe, no es fundamento suficiente para lo 

actuado. Por lo tanto se concluye que, el Consejo de la SUTEL se basó en elementos teóricos 

para fundamentar la decisión de flexibilizar la banda horaria del servicio de telefonía fija y 

como consecuencia eliminar la tarifa reducida, lo que resultó en un cambio de la estructura 

tarifaria de este servicio, que pudo haber significado una modificación en los ingresos del 

operador actual. Así las cosas por la naturaleza del servicio de telefonía fija, y por lo indicado 

anteriormente, es criterio de este órgano asesor que lo correspondiente era realizar un estudio 

tarifario, siguiendo para ello lo dispuesto en la Ley N° 8642 y el Reglamento para la fijación de 
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las bases y condiciones para la fijación de precios y tarifas, establecido por la Junta Directiva 

de ARESEP, publicado en La Gaceta N° 82 del 29 de abril de 2009.  

 

Siendo que el motivo y el contenido del acto administrativo constituyen elementos esenciales del 

mismo, al tenor de lo indicado en los artículos 128 y siguientes de la L.G.A.P., acarrean la 

nulidad parcial del acto administrativo que tiene el vicio en cuanto a los argumentos primero y 

tercero del recurso interpuesto. Por conexidad, debe anularse también la resolución RCS-100-

2011 que resolvió rechazar el recurso de revocatoria planteado por el señor Solano Henry. 

 

VII. SOBRE LA EXPOSICIÓN DEL PRESIDENTE DEL CONSEJO DE LA SUTEL 

 

Considera este órgano asesor, que la exposición realizada por el señor Carlos Raúl Gutiérrez 

Gutiérrez, Presidente del Consejo de la SUTEL, a la Junta Directiva de la Autoridad 

Reguladora en la sesión ordinaria 65-2012, llevada a cabo el 9 de agosto del 2012, referente a 

la resolución que resolvió el recurso de revocatoria contra la resolución de marras, no aportó 

elementos adicionales a los incorporados en el expediente administrativo, los cuales fueron 

analizados en este criterio. 

 

No obstante lo anterior, vale la pena aclarar, que en la exposición se indicó como respuesta al 

argumento quinto del recurso interpuesto, que las hojas de cálculo solicitadas se incorporaron 

al expediente a folios 331 al 336. Sin embargo, revisados estos, se comprueba que contienen 

información enviada por el ICE, que hace referencia a los tráficos de telefonía fija y móvil para 

los años 2009 y 2010 y no a los cálculos indicados por el recurrente.  

 

VIII. SOBRE EL DIMENSIONAMIENTO DE LOS EFECTOS DE LOS ACTOS 

ANULATORIOS DE LA JUNTA DIRECTIVA 

 

Considerando que a la fecha de este informe la resolución recurrida, flexibilizó el sistema de 

bandas horarias para el servicio de telefonía fija, llegando a eliminar la tarifa reducida, es 

jurídicamente viable que la Junta Directiva decida dimensionar los efectos del acto anulatorio, 

siempre y cuando sustente dicha decisión, a fin de que no produzcan graves dislocaciones de la 

seguridad jurídica, la justicia y la paz; todos, bienes jurídicos comprendidos en el concepto de 

interés público. 

 

Sobre la facultad de dimensionar los efectos de los actos, mediante el dictamen 188-AJD-2008, 

de 12 de junio de 2008, la entonces Asesoría Legal de Junta Directiva analizó ampliamente el 

tema, de dicho oficio conviene extraer lo siguiente: 

 

“(…)  DIMENSIONAMIENTO DE LOS EFECTOS DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

ANULATORIOS 

 

Comencemos diciendo que los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley 

general de la administración pública, establecen los límites dentro de los que pueden 

actuar los funcionarios públicos y los órganos de las Administraciones públicas, nos 

referimos al llamado Principio de legalidad. 

 

Conforme a dicho principio, los funcionarios públicos no pueden arrogarse facultades 

que la ley no les asigne, porque son simples depositarios de la autoridad que tiene su 

fuente en la ley. 
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Siendo así las cosas, es imperativo para el funcionario o el órgano público, basar sus 

actos y actuaciones en lo que disponga el ordenamiento jurídico, de ahí la necesidad que 

buscar en ese ordenamiento la norma que faculte dictar los actos administrativos de que 

se trate. 

 

La ley general de repetida cita, no contiene norma expresa que regule el 

dimensionamiento que comentamos. Sin embargo, su artículo 229 remite al Código 

procesal contencioso-administrativo, cuando no haya norma en esa ley general, para 

resolver determinado caso. (…) 

 

Así, el artículo 131 del código procesal de cita, es la norma que faculta a los órganos de 

la Administración pública para que puedan realizar el dimensionamiento del que venimos 

hablando. Reza ese artículo: 

 

ARTÍCULO 131 

 

1) La declaración de nulidad absoluta tendrá efecto declarativo y retroactivo a la fecha 

de vigencia del acto o la norma, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena 

fe. 

 

2) La declaratoria de nulidad relativa tendrá efectos constitutivos y futuros. 

 

3) Si es necesario para la estabilidad social y la seguridad jurídica, la sentencia deberá 

graduar y dimensionar sus efectos en el tiempo, el espacio o la materia. (El original no 

está subrayado). 

 

Una norma similar al artículo 131 recién citado, se halla en el párrafo segundo del 

artículo 91 de la Ley de la jurisdicción constitucional, que prescribe: “La sentencia 

constitucional de anulación podrá graduar y dimensionar en el espacio, el tiempo o la 

materia, su efecto retroactivos, y dictará las reglas necesarias para evitar que éste 

produzca graves dislocaciones de la seguridad, la justicia y la paz sociales.” 

 

El Tribunal Constitucional de Costa Rica, basado en el referido artículo 91 —como se 

dijo, norma equivalente al artículo 131 del citado código procesal—; ha dimensionado 

los efectos de varios de sus resoluciones. (…) 

 

CONCLUSIONES 

 

A la luz de lo arriba expuesto, podemos llegar a las siguientes conclusiones, que 

conforman las respuestas a las preguntas formuladas por la Junta Directiva: 

 

1. Es imperativo, por ministerio de ley, que los actos administrativos sean 

debidamente motivados o fundamentados, de ahí que no sea suficiente la simple 

invocación de una ley o de unos hechos, aunque revistan la mayor relevancia 

para el caso de que se trate. 

 

2. El interés público lo constituye el conjunto de intereses individuales, compartidos 

y coincidentes, de un número relevante personas que representarían a toda la 

comunidad y; prevalece sobre el interés individual. 
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3. Los funcionarios y los órganos públicos, están obligados a tomar en cuenta el 

interés público, cuando conozcan de los asuntos de su competencia. 

 

4. Por ser el principio de continuidad, característica del servicio público, todo 

prestador, sea público o privado, de tal servicio; así como las Administraciones 

públicas a las que corresponda regularlo; deben procurar, por todos los medios 

líticos a su alcance, que el servicio no se interrumpa. 

 

5. De conformidad con lo estipulado en el artículo 131 del Código procesal 

contencioso-administrativo, Junta Directiva puede dimensionar los efectos de sus 

actos administrativo anulatorios, a fin de que no produzcan graves dislocaciones 

de la seguridad jurídica, la justicia y, la paz social; todos, bienes jurídicos 

comprendidos en el concepto interés público. 

 

6. Las reglas técnicas y científicas y, por extensión, los criterios, las valoraciones y 

los razonamientos que se basen el aquéllas (sic), gozan del mismo valor y de la 

misma fuerza que las normas jurídicas, por lo que pueden servir y sirven para 

motivar o fundamentar los actos administrativos. 

 

7. La Junta Directiva puede anular la RRG-7350-2007, de las 13:00 horas del 18 de 

octubre de 2007 y al mismo tiempo, dimensionar los efectos de ese acto 

anulatorio; siempre que se motive o fundamente debidamente, tal 

dimensionamiento. (…)” 

 

De conformidad con lo anteriormente expuesto, resulta claro que la Junta Directiva de la 

Autoridad Reguladora, se encuentra facultada por los artículos 229 de la L.G.A.P. y 131 del 

Código Procesal Contencioso Administrativo, para dimensionar los efectos de sus actos 

administrativos anulatorios, a fin de que no se produzcan graves dislocaciones de la seguridad 

jurídica, la justicia y la paz social; todos, bienes jurídicos comprendidos en el concepto de 

interés público, en el tanto se motive o fundamente debidamente. 

 

En el caso que nos ocupa, siendo que la resolución RCS-061-2011 contiene vicios en su motivo 

y contenido y que estos constituyen elementos sustanciales del acto administrativo, que 

acarrean la nulidad parcial de la misma -en cuanto al servicio de telefonía fija-, es 

jurídicamente viable que la Junta Directiva al anular parcialmente esa resolución, dimensione 

sus efectos, motivándolo debidamente en el respectivo acto administrativo. 

 

IX. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las siguientes conclusiones: 

 

1. El recurso presentado resulta admisible, puesto que fue interpuesto en tiempo y forma. 

 

2. El servicio de telefonía fija en este momento se encuentra en monopolio. 
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3. El Consejo de la SUTEL se basó en elementos teóricos para fundamentar la decisión de 

flexibilizar la banda horaria del servicio de telefonía fija y como consecuencia de ello 

eliminó la tarifa reducida, lo que resultó en un cambio de la estructura tarifaria de este 

servicio, que pudo haber significado una modificación en los ingresos del operador 

actual. Por la naturaleza del servicio de telefonía fija, y por lo indicado anteriormente, 

lo correspondiente era realizar un estudio tarifario siguiendo para ello lo dispuesto en 

la Ley N° 8642 y el Reglamento para la fijación de las bases y condiciones para la 

fijación de precios y tarifas, establecido por la Junta Directiva de ARESEP, publicado 

en La Gaceta N° 82 del 29 de abril de 2009.  

 

4. La consulta técnica es una formalidad facultativa y no vinculante, en consecuencia, el 

Consejo de la SUTEL por principio, es libre para decidir a cual recomendación 

sujetarse. 

 

5. El acto administrativo tuvo como alcance el análisis de la flexibilización de la banda 

horaria, en consecuencia no existen hojas de cálculo asociadas a este expediente. 

 

6. Es jurídicamente viable que la Junta Directiva decida dimensionar los efectos del acto 

anulatorio, debiendo motivarlo en el respectivo acto administrativo. 

 

 (…)” 

 

 

II. Que en sesión 70-2012, del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 de setiembre de 

2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, acordó acoger parcialmente  el oficio 576-

DGJR-2012, de cita y apartarse únicamente en cuanto a la recomendación 4 de dicho 

dictamen,”   dimensionando los efectos de la anulación parcial de las resoluciones RCS-061-

2001 y RCS-100-2011, con el fin de evitar que se produzcan graves dislocaciones de la 

seguridad jurídica, la justicia y la paz social; todos, bienes comprendidos en el concepto de 

interés público, manteniendo la eliminación de la flexibilización de la banda horaria  para la 

telefonía fija, durante el tiempo en que  estuvo vigente la resolución RCS-061-2011, hasta el 

dictado de la presente resolución, por las siguientes razones: 1) Al día de hoy este órgano 

colegiado no tiene elementos de juicio para saber exactamente cuánto fue verdaderamente el 

perjuicio que se le pudo haber causado a los usuarios, 2) Puede que haya habido ingresos 

adicionales, pero el perjuicio que pudo haberle causado a los usuarios es insignificante en 

comparación con el costo de devolverlo. 3) El resultado de un análisis costo/beneficio podría 

conllevar un elemento demasiado complicado cuyos costos podrían ser excesivamente onerosos 

para la institución y consecuentemente, siendo una situación monopólica, al final de cuentas, 

tarde o temprano se le va a revertir al usuario y acordó dictar la presente resolución.  
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III. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es:  1- Declarar parcialmente con lugar el recurso de apelación 

interpuesto por el señor Juan Diego Solano Henry, en contra de la resolución RCS-061-2011, 

únicamente en cuanto a los argumentos 1 y 3, referentes a la flexibilización y eliminación de la 

banda horaria para la telefonía fija y su efecto en los ingresos del ICE; 2- Anular parcialmente la 

resolución RCS-061-2011 del 16 de marzo de 2011, y por conexidad la resolución RCS-100-

2011 del 11 de mayo de 2011 que rechazó el recurso de revocatoria, únicamente en cuanto a la 

flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, quedando las tarifas para este servicio, 

bajo los términos establecidos en la resolución RCS-615-2009 del 18 de diciembre del 2009. En 

todo lo demás, debe mantenerse incólume la resolución RCS-061-2011; 3- Instruir al Consejo 

de la SUTEL, para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de la 

resolución que llegue a dictarse, realice un estudio de oficio sobre las tarifas para el servicio de 

telefonía fija, y de determinarse que deben ajustarse, se proceda a su fijación;4- Dimensionar los 

efectos de la anulación parcial de las resoluciones RCS-061-2001 y RCS-100-2011, con el fin 

de evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz 

social; todos, bienes comprendidos en el concepto de interés público, manteniendo la 

eliminación de la flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, durante el tiempo en 

que  estuvo vigente la resolución RCS-061-2011, hasta el dictado de la presente resolución.; 5- 

Devolver al Consejo de la SUTEL, el expediente administrativo para lo que corresponda.  6.- 

Dar por agotada la vía administrativa; 7 - Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, 

en el medio o lugar señalado para ello; 8.- Publicar la presente resolución, en el diario oficial La 

Gaceta. 

 

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA DE LA AUTORIDAD REGULADORA  

DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS 

 

RESUELVE: 

 

I. Declarar parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto por el señor Juan Diego 

Solano Henry, en contra de la resolución RCS-061-2011, únicamente en cuanto a los 

argumentos 1 y 3, referentes a la flexibilización y eliminación de la banda horaria para la 

telefonía fija y su efecto en los ingresos del ICE. 

 

II. Anular parcialmente la resolución RCS-061-2011 del 16 de marzo de 2011, y por conexidad la 

resolución RCS-100-2011 del 11 de mayo de 2011 que rechazó el recurso de revocatoria, 

únicamente en cuanto a la flexibilización de la banda horaria para la telefonía fija, quedando 

las tarifas para este servicio, bajo los términos establecidos  en la resolución RCS-615-2009 

del 18 de diciembre del 2009. En todo lo demás, debe mantenerse incólume la resolución 

RCS-061-2011. 

 

III. Instruir al Consejo de la SUTEL, para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la 

comunicación de la resolución que llegue a dictarse, realice un estudio de oficio sobre las 

tarifas para el servicio de telefonía fija, y de determinarse que deben ajustarse, se proceda a su 

fijación. 
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IV. Dimensionar los efectos de la anulación parcial de las resoluciones RCS-061-2001 y RCS-

100-2011, con el fin de evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad jurídica, 

la justicia y la paz social; todos, bienes comprendidos en el concepto de interés público, 

manteniendo la eliminación de la flexibilización de la banda horaria  para la telefonía fija, 

durante el tiempo en que  estuvo vigente la resolución RCS-061-2011, hasta el dictado de la 

presente resolución. 

 

V. Devolver al Consejo de la SUTEL, el expediente administrativo para lo que corresponda. 

 

VI. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

VII. Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

 

VIII. Publicar la presente resolución, en el diario oficial La Gaceta. 

 
 

ARTÍCULO 8.  Recurso de apelación interpuesto por el Instituto Costarricense de Puertos del 

Pacífico (INCOP), en contra de la resolución 184-RCR-2010, del 7 de octubre de 2010.  ET-108-

2010.  
 

Se entra a conocer el oficio 589-DGJR-2012, del 21 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto 

por el Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP), en contra de la resolución 184-RCR-

2010, del 7 de octubre de 2010, expediente ET-108-2010. 

 

La señora Karla Montero Víquez explica los principales extremos del citado criterio, al tiempo que 

señala las recomendaciones del caso. 

 

Una vez conocido, el señor Dennis Meléndez Howell somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 589-DGJR-2012, del 21 de agosto 

del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 08-70-2012 

 

1. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el INCOP, en contra de la 

resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. 

 

2. Rechazar ad portas por extemporáneo, el escrito de adición sobre la impugnación de la resolución 

184-RCR-2010 interpuesto por el recurrente. 

 

3. Dar por agotada la vía administrativa. 

4. Notificar a las partes la resolución que de dictarse, en el lugar o medio que han señalado en el 

expediente administrativo. 

 

5. Trasladar el expediente a la Dirección de Servicios de Transportes para lo que corresponda. 
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6. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

 

I. El 25 de junio de 2010, el INCOP presentó solicitud de ajuste tarifario para los servicios 

portuarios que presta. (Folios 1 al 2002). 

 

II. El 07 de octubre de 2010, el Comité de Regulación, mediante resolución 184-RCR-2010, fijó 

las tarifas para los servicios que se brindan en los puertos de Caldera y Golfito, administrados 

por el INCOP. (Folio 4176 al 4206). 

 

III. El 26 de octubre de 2010, el INCOP presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio 

contra la resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. (Folios 4217 al 4239). 

 

IV. El 4 de noviembre de 2010, el INCOP presentó adición a la impugnación de la resolución 184-

RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. (Folios 4240 a 4242). 

 

V. El 14 de octubre de 2011, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante oficio 1199-

DITRA-2011 emitió criterio técnico y legal sobre el recurso de revocatoria presentado contra 

la resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. (Folios 4270 al 4280). 

 

VI. El 8 de diciembre de 2011, el Comité de Regulación, mediante resolución 715-RCR-2011, 

acogió parcialmente el recurso de revocatoria con apelación en subsidio incoado por el 

representante del INCOP, con excepción del punto f) que se refiere a la tarifa para 

contenedores refrigerados. Además emplazó a las partes ante el superior. (Folios 4289 al 

4301). 

 

VII. El 6 de febrero de 2012, el INCOP, presentó solicitud de corrección de errores y recurso 

ordinario de revocatoria (reconsideración) con apelación en subsidio contra la resolución 715-

RCR-2011. (Folios del 4286 al 4288). 

 

VIII. El 24 de febrero de 2012, el INCOP, presentó otro recurso ordinario de revocatoria 

(reconsideración) con apelación en subsidio contra la resolución 715-RCR-2011. (Folios 4307 

a 4309). 

 

IX. El 1 de marzo de 2012, la Dirección de Servicios de Transportes, mediante el oficio 166-

DITRA-2012, emitió el informe que ordena el artículo 349 de la Ley General de 

Administración Pública respecto al recurso apelación interpuesto contra la resolución 184-

RCR-2010. (Folios 4334 a 4335).  

 

X. El 2 de marzo de 2012, la Secretaría de Junta Directiva, mediante el memorando 096-SJD-

2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, el 

recurso de apelación del INCOP contra la resolución 184-RCR-2010. (Folio 4312).  

 

XI. El 8 de marzo de 2012, el Comité de Regulación, mediante la resolución 784-RCR-2012, 

corrigió de oficio los errores materiales contenidos en las resoluciones 184-RCR-2010 y 715-

RCR-2011. (Folios 4321 al 4329). 
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XII. No consta en autos que la solicitud de corrección interpuesta el 6 de febrero de 2012 y el 

recurso de revocatoria (reconsideración) con apelación en subsidio interpuesto el 24 de febrero 

de 2012, ambos contra la resolución 715-RCR-2011, hayan sido resueltos por el Comité de 

Regulación.  

 

XIII. El 21 de agosto de 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 589-DGJR-2012, rindió criterio sobre el recurso de apelación presentado por el INCOP 

contra la resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. 

 

XIV. Se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 589-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 
 
“(…) 
  

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DEL RECURSO 

 

El recurso presentado es el ordinario de apelación al cual se le aplican, las disposiciones 

contenidas en los artículos 342 a 352 de la L.G.A.P. y sus reformas. 

 

2) TEMPORALIDAD DEL RECURSO. 

 

La resolución que se impugna fue notificada al recurrente el 21 de octubre de 2010 (folio 

4206). En ella se indica que el plazo para la interposición de los recursos ordinarios es de 

tres días contados a partir del siguiente a la notificación; es decir el mismo vencía el 26 de 

octubre de 2010.  

Al respecto, se tiene que el día 26 de octubre de 2010, el señor Urías Ugalde Varela, 

Presidente Ejecutivo del INCOP interpuso el referido recurso (folios 4217 al 4239), por lo 

cual, el recurso se encuentra presentado dentro del plazo legal establecido para ello. 

En cuanto al escrito de adición a la impugnación de la resolución 184-RCR-2010, remitido 

por el señor Urías Ugalde Varela, en la condición indicada, y presentado el 4 de noviembre 

del 2010, (folios 4240 a 4242), resulta inadmisible en razón de no haber sido presentado 

dentro del plazo de tres días, que otorga la ley para este tipo de actuaciones y el cual venció 

el 26 de octubre de 2010 -en este sentido, pueden verse los artículos 346.1 y 347.2 de la 

L.G.A.P. en relación con los artículos 292.3 y 297.3 Ibídem-. No obstante lo anterior, de los 

autos se desprende que lo pretendido en esa gestión, puede verse satisfecho en las 

resoluciones 715-RCR-2011 y 784-RCR-2012. 

 

3) LEGITIMACIÓN 

 

Respecto de la legitimación activa, cabe indicar, que la institución recurrente se encuentra 

legitimada para actuar dentro del expediente, de acuerdo con lo establecido en los artículos 

275 y 276 de la L.G.A.P., ya que es parte en el procedimiento en que recayó la resolución 

recurrida. 
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4) REPRESENTACIÓN 

 

El señor Urías Ugalde Varela, actúa en su condición de Presidente Ejecutivo del INCOP, es 

quien ostenta la representación judicial y extrajudicial con facultades de apoderado 

generalísimo sin límite de suma, -según consta en la certificación visible a folio 708- por lo 

cual está facultado para actuar en nombre del citado Instituto. 

 (…) 

 

IV. ANÁLISIS POR EL FONDO 

 

El recurrente alega que la tarifa para el servicio a contenedores refrigerados debe 

modificarse, de tal forma que se pase de $13,70/unidad/hora a $3,50/unidad/hora, tal y como 

lo propuso la empresa concesionaria. 

 

Este órgano asesor considera importante señalar, que la tarifa vigente para el servicio a 

contendores refrigerados fue aprobada mediante la resolución RRG-6111-2006 del 26 de 

octubre de 2006, que tiene sus orígenes en las resoluciones RRG-577-1998 del 25 de junio de 

1998 y RRG-788-1999 del 16 de marzo de 1999, por un monto de $0,60/hora.  Mediante la 

resolución RRG-6111-2006 se consolidaron las tarifas para los servicios que presta INCOP y 

se establecieron como tarifas topes o máximas.  Por lo tanto, no es correcto afirmar que la 

tarifa vigente para este servicio fuera de $13,70/unidad/hora, tal y como lo indica el 

recurrente en su petición tarifaria (folio 17).   

 

Una vez revisado el expediente, se concluye, que no consta una estimación de la tarifa 

necesaria para cubrir los gastos y el margen de utilidad recomendado para el servicio a 

contenedores refrigerados, esto en razón de que en el Estado de Resultados de la Sociedad 

Portuaria de Caldera (folio 229), específicamente en la línea de ingresos para este servicio, el 

saldo se encuentra en cero. Lo mismo sucede en cuanto a los gastos asociados al servicio, que 

en el cuadro de estimación de la tarifa (visible a folio 180), tiene un saldo de cero. 

 

Bajo este escenario, el INCOP no estaba solicitando una reducción a esta tarifa, sino por el 

contrario un aumento respecto a la vigente, y al no constar en autos justificación de la tarifa 

solicitada de $3,50/unidad/hora, tal y como lo establece el artículo 33 de la Ley 7593, se 

recomienda rechazar este argumento. 

 
 

V. CONCLUSIONES 

 

Sobre la base de lo arriba expuesto, se puede arribar a las conclusiones siguientes: 

 

1. El recurso de apelación interpuesto por el INCOP, en contra de la resolución 184-RCR-

2010 del 07 de octubre de 2010, resulta admisible, puesto que fue presentado en tiempo y 

forma. 

 

2. El escrito de adición sobre la impugnación de la resolución 184-RCR-2010 interpuesto 

por el recurrente, resulta inadmisible por la forma, puesto que se presentó de manera 

extemporánea. 
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3. La tarifa vigente para el servicio a contendores refrigerados fue aprobada mediante la 

resolución RRG-6111-2006 del 26 de octubre de 2006, por un monto de $0,60/hora. 

 

4. El INCOP no justificó la solicitud de modificar la tarifa del servicio a contendores 

refrigerados a $3,50/unidad/hora. 

 

(…)” 
 
II. Que en sesión extraordinaria 70 -2012, del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 de 

setiembre de 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 589-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 
III. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el 

INCOP, en contra de la resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. 2.- Rechazar ad 

portas por extemporáneo, el escrito de adición sobre la impugnación de la resolución 184-RCR-

2010 interpuesto por el recurrente. 3.- Agotar la vía administrativa. 4.- Notificar a las partes la 

resolución que ha de dictarse, en el lugar o medio que han señalado en el expediente 

administrativo. 5.- Trasladar el expediente a la Dirección de Servicios de Transportes para lo 

que corresponda, tal y como se dispone. 

 
POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 
I. Rechazar por el fondo, el recurso de apelación interpuesto por el INCOP, en contra de la 

resolución 184-RCR-2010 del 07 de octubre de 2010. 

 

II. Rechazar ad portas por extemporáneo, el escrito de adición sobre la impugnación de la 

resolución 184-RCR-2010 interpuesto por el recurrente. 

 
III. Dar por agotada la vía administrativa. 

 

IV. Trasladar el expediente a la Dirección de Servicios de Transportes para lo que corresponda. 

 
NOTIFÍQUESE. 

 

A partir de las dieciséis horas y cincuenta y cinco minutos, el señor Dennis Meléndez Howell se retira 

del salón de sesiones, ya que se abstiene de conocer los siguientes recursos. Consecuentemente, la 

directora Sylvia Saborío Alvarado preside la sesión, de conformidad con lo resuelto en el acuerdo 01-

09-2012 del acta de la sesión 09-2012 celebrada el 14 de febrero del 2012. 
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ARTÍCULO 9.  Solicitud de aclaración de los términos de la resolución RJD-038-2012 del 7 de 

junio de 2012, presentado por Transportes Unidos Poaseños S.A. ET-183-2009.  

 

Se conoce el oficio 588-DGJR-2012, del 21 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno a la solicitud de aclaración de los términos 

de la resolución RJD-038-2012, del 7 de junio de 2012, presentado por Transportes Unidos Poaseños 

S.A., expediente ET-183-2009. 

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio, al 

tiempo que señala las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 588-DGJR-2012 del 21 de agosto del 

2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 09-70-2012 

 

1. Rechazar de plano por extemporánea, la solicitud de aclaración de la resolución RJD-038-2012 

interpuesta por la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A. 

 

2. Agotar la vía administrativa.  

 

3. Notificar a las partes la resolución que de dictarse, en el lugar o medio que han señalado para ello. 

 

4. Regresar el expediente a la Dirección de Servicios de Transportes, para lo que corresponda. 

 

5. Díctese la siguiente resolución: 

 

 

RESULTANDO: 

 

I. El 7 de junio del 2012, la Junta Directiva, mediante la resolución RJD-038-2012 acogió 

parcialmente el recurso interpuesto por Transportes Unidos Poaseños, únicamente en cuanto a la 

omisión del análisis de rebalanceo para racionalizar la estructura tarifaria actual. Además anuló, 

entre otra, la resolución RRG-071-2010 y dimensionó sus efectos y resolvió retrotraer el 

procedimiento hasta el dictado del acto final. (Folios 344 a 353). 

 

II. El 30 de julio de 2012, la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A., presentó un escrito 

solicitando se procediera a aclarar, los términos de la resolución RJD-038-2012 del 7 de junio de 

2012. (Folios 341 a 342). 

 

III. El 30 de julio de 2012, la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, mediante el memorando 

345-SJD-2012, remitió para el análisis de la Dirección General de Asesoría Jurídica y 

Regulatoria, la solicitud de la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A. (Folio 343). 

 

IV. El 21 de agosto del 2012, la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, mediante el 

oficio 588-DGJR-2012, emitió el criterio sobre la solicitud de aclaración interpuesta por 

Transportes Unidos Poaseños S.A., de la resolución RJD-038-2012 del 7 de junio de 2012. 
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V. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente resolución.  

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio 588-DGJR-2012 arriba citado, que sirve de sustento a la presente resolución, se 

extrae lo siguiente: 

 

“(…) 

 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA 

 

1) NATURALEZA DE LA SOLICITUD 
 

La solicitud de aclaración y adición, constituye una figura propia del derecho procesal común, 

que no se encuentra regulada expresamente en la Ley General de la Administración Pública y 

sus reformas, su aplicación es de manera supletoria, con las mismas reglas del Código Procesal 

Civil. 

 

Mediante la aclaración se integra, complementa, determina, puntualiza un acto administrativo, 

sin posibilidad de variar, revocar o de alguna manera modificar lo ya resuelto por la 

Administración. La aclaración no es entonces, un instrumento procesal de revocación o 

sustitución de una decisión administrativa, sino que es precisamente, un remedio para hacer 

cumplir lo ordenado, autorizado o permitido (voluntad del órgano o el ente público del que se 

trate). 

 

2) ASPECTOS TEMPORALES DE LA SOLICITUD 

 

Como se manifestó, la solicitud de aclaración y adición constituye una figura propia del derecho 

procesal común, no regulado por el derecho procesal administrativo por la naturaleza especial 

del acto administrativo, por lo que no existe un plazo específico que contemple el espacio 

temporal para que un destinatario de un acto administrativo, expresado mediante una resolución 

administrativa, solicite aclaración y adición de la parte dispositiva de aquella.  

 

No obstante, se puede recurrir en forma supletoria y excepcional, al citado artículo 158 del 

Código Procesal Civil que contiene un plazo de tres días a partir de la notificación de la 

sentencia para que la parte solicite “aclaración y/o adición” de la misma, en aplicación del 

artículo 229 de la Ley General de la Administración Pública. 

 

En tal sentido, es de advertir que la resolución RJD-038-2012 del 7 de junio del 2012, fue 

notificada a la empresa gestionante, el día 29 de junio de 2012 (folio 352). El escrito de 

solicitud de aclaración fue remitido a la ARESEP, el día 30 de julio del 2012 (folio 341).  

 

Del análisis comparativo entre la fecha de notificación de la resolución RJD-038-2012 y la de 

interposición de la solicitud, con respecto al plazo de tres días hábiles para interponerla, 

señalado en el artículo 158 del Código Procesal Civil y que venciera el 4 de julio de 2012, se 

concluye que la solicitud de aclaración se presentó fuera del plazo legal. 
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3) LEGITIMACIÓN 

 

La empresa Transportes Unidos Poaseños S.A., se encuentra legitimado para plantear la gestión 

que nos ocupa, al ser parte del procedimiento en la cual recayó la resolución RJD-038-2012, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 275 de la Ley General de la Administración 

Pública. 

 

4) REPRESENTACIÓN 

 

A folio 47 del expediente administrativo, consta que el señor Jorge Adrián Campos Salas, es 

apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A. 

 

III.  EN CUANTO AL FONDO DE LA SOLICITUD 

 

Si bien es cierto, la solicitud de aclaración interpuesta resulta extemporánea, debe indicarse 

que este órgano asesor considera que lo dispuesto en el “Por Tanto III” de la resolución RJD-

038-2012 es clara en dimensionar los efectos de la resolución RRG-489-2010 en cuanto a las 

tarifas fijadas en esa oportunidad, esto hasta que se fijen unas nuevas tarifas para la ruta 254. 

 

IV. CONCLUSIÓN 

 

Desde el punto de vista formal, la solicitud de aclaración de la resolución RJD-038-2012 

interpuesta por la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A., resulta extemporánea. 

 

(…)” 

 

II. Que en sesión extraordinaria 70-2012, del 27 de agosto del 2012, cuya acta fue ratificada el 5 de 

setiembre del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 588-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, el dictado de la presente resolución. 

 

III. Con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y de acuerdo con el mérito de 

los autos, lo procedente es: 1.- Rechazar de plano por extemporánea, la solicitud de aclaración 

de la resolución RJD-038-2012 interpuesta por la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A., 

2.- Agotar la vía administrativa, 3.- Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, en el 

medio o lugar señalado para ello, y 4.- Regresar el expediente a la Dirección de Servicios de 

Transportes, para lo que corresponda, tal y como se dispone.  

 
 

POR TANTO: 

 

LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 

I. Rechazar de plano por extemporánea, la solicitud de aclaración de la resolución RJD-038-

2012 interpuesta por la empresa Transportes Unidos Poaseños S.A. 

 

II. Agotar la vía administrativa.  

 

III. Notificar a las partes, la resolución que ha de dictarse, en el medio o lugar señalado para ello. 

  



 
 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 70-2012    27 de agosto del 2012  

36 

 

 

IV. Regresar el expediente a la Dirección de Servicios de Transportes, para lo que corresponda. 

 

Notifíquese. 

 

 

ARTÍCULO 10.  Recurso de reposición y nulidad concomitante, interpuesto por la empresa 

Autotransportes Cuatro por Tres S.A., contra la resolución RJD-024-2012. OT-77-2011.  

 

Se analiza el oficio 570-DGJR-2012, del 10 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de reposición y nulidad 

concomitante interpuesto por la empresa Autotransportes Cuatro por Tres S.A., contra la resolución 

RJD-024-2012, expediente OT-77-2011. 

 

El señor Erick Chaves Gómez explica los principales extremos del citado criterio, al tiempo que 

señala las recomendaciones del caso. 

 

Una vez conocido, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 570-DGJR-2012 del 10 de agosto del 

2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 10-70-2012 
 

1. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de reposición y el incidente de nulidad interpuestos por la 

empresa Autotransportes Cuatro por Tres S.A. contra la resolución RJD-024-2012, reservando el 

argumento de fondo para que sea conocido en la resolución final. 

 

2. Agotar la vía administrativa en cuanto a este recurso. 

 

3. Remitir a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria a fin que brinde criterio legal 

sobre el recurso de apelación interpuesto contra la resolución ROD-68-2012. 

 

4. Díctese la siguiente resolución: 

 

RESULTANDO: 

 

 

I. Que el 20 de julio de 2011, la empresa Cooperoble S.A. presentó una denuncia contra la 

empresa Auto Transportes Cuatro por Tres S.A., lo que motivó el inicio de una investigación en 

la Autoridad Reguladora y la realización de varias inspecciones en la ruta. (Folios 01 al 117 y 

251 al 277) 

 

II. Que el 2 de marzo de 2012, por medio de la resolución RRG-078-2012, el Regulador General 

ordenó dar inicio a un procedimiento ordinario de tipo sancionatorio contra Auto Transportes 

Cuatro por Tres S.A. En ella se hicieron las prevenciones a la investigada en cuanto a su 

obligación de señalar medio para recibir notificaciones. Dicha resolución fue notificada de 

forma personal a la investigada. (Folios 262 al 270). 

  



 
 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 70-2012    27 de agosto del 2012  

37 

 

 

III. Que el 22 de marzo de 2012 la investigada se apersonó a los autos a través de un recurso de 

revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución RRG-078-2012. Asimismo señaló el 

medio en el que recibiría sus notificaciones. (Folios 278 al 282) 

 

IV. Que el 2 de mayo de 2012 por resolución RRG-127-2012, el Regulador General anuló de oficio 

la resolución RRG-078-2012 y en razón de ello omitió pronunciamiento sobre los recursos de 

revocatoria y apelación interpuestos contra dicha resolución. Dicha resolución se le notificó al 

medio señalado. (Folios 316 al 325) 

 

V. Que el 10 de mayo de 2012, por medio de la resolución RJD-024-2012, ordenó el inicio del 

procedimiento administrativo sancionatorio contra Auto Transportes Cuatro por Tres S.A. a fin 

de averiguar la verdad real sobre los hechos denunciados y las inspecciones realizadas. (Folios 

340 al 350) 

 

VI. Que el 14 de mayo de 2012 la investigada fue notificada vía fax de dicha resolución. Dicha 

notificación se hizo en el medio señalado previamente por la investigada en los autos. (Folios 

345 y 349) 

 

VII. Que el 15 de mayo de 2012 el señor Steven Carrillo Montero interpuso “recurso de revocatoria y 

reposición ambos con nulidad concomitante” contra la resolución RJD-024-2012 a nombre de la 

investigada (Folios 328 al 334).   

 

VIII. Que el 9 de julio de 2012, por oficio 305-SJD-2012/99193 la secretaría de Junta Directiva, 

remitió para análisis el citado recurso (Folio 765). 

 

IX. Que el 10 de agosto de 2012 mediante el oficio 570-DGJR-2012 la Dirección General de 

Asesoría Jurídica y Regulatoria, rindió el criterio jurídico solicitado. El mismo que corre 

agregado al expediente. 

 

X. Que en sesión extraordinaria 70-2012, del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 de 

setiembre del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 570-

DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 

 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que el recurso fue analizado por la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, 

emitiéndose criterio jurídico citado, que sirve de sustento para la presente resolución y del cual 

conviene extraer lo siguiente: 

“ (…) 

 
II. ANÁLISIS DEL RECURSO POR LA FORMA: 

 

1. Naturaleza del recurso: El recurso interpuesto por el recurrente fue denominado por éste 

como “revocatoria y reposición ambos con nulidad concomitante”, al cual se le aplica las 

disposiciones contenidas en los artículos 342 al 352 de la Ley General de la Administración 

Pública (Ley 6227).  Siendo que es la Junta Directiva quién emitió el acto recurrido, se trata 

de un recurso ordinario de reposición por tratarse de una única instancia. 
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Así mismo, se solicitó conjuntamente la nulidad, que se rige por los artículos 158 al 179 y 223 

de la Ley 6227, de la resolución impugnada y que en adelante se identificará como incidente 

de nulidad.  

 

2. Temporalidad del recurso: La resolución que se impugna es la RJD-024-2012, que por su 

naturaleza, se cuenta con un plazo para la interposición de recurso de 24 horas de 

conformidad con el artículo 346 de la Ley 6227, plazo que inicia a partir del día siguiente de 

la notificación del acto. Para el caso concreto, la notificación se realizó el 14 de mayo de 

2012 al fax señalado previamente por la investigada en los autos (folios 280, 282 y 345). 

Dicho plazo vencía el 16 de mayo de 2012. El 15 de mayo de 2012  se interpuso el recurso y el 

incidente de nulidad que nos ocupa (folio 328). 

 

Del análisis comparativo de la interposición del recurso con respecto a la fecha de 

notificación de la resolución impugnada, se tiene que el mismo fue presentado en tiempo. 

 

3. Legitimación: Respecto de la legitimación activa, cabe indicar que por medio de la 

resolución RJD-024-2012 se dispuso dar inicio a un procedimiento administrativo contra la 

empresa Autotransportes Cuatro por Tres S.A, por ello está legitimada para actuar, como lo 

ha hecho, de conformidad con el artículo 275 de la Ley 6227. 

 

4. Representación: Consta que el señor Steven Mauricio Carrillo Montero ostenta la condición 

de apoderado generalísimo sin límite de suma de la empresa Autotransportes Cuatro por Tres 

S.A. según la personería adjunta a (folios 332 al 334). En razón de ello el recurso de 

reposición y el incidente de nulidad fueron interpuestos por medio su representante 

debidamente acreditado.  

  

Analizados los elementos formales, se concluye que el recurso cumple con los requerimientos 

para ser admitido, por lo que procede su análisis de fondo. 

 

III. ARGUMENTOS DEL RECURRENTE: 

 

En la impugnación se expresan los alegatos de la recurrente, los cuales han sido estudiados en 

su totalidad y se pueden sintetizar de la siguiente forma: 1) En la resolución RJD-024-2012 no 

se detallan los hechos que se le atribuyen. 2) Tampoco se indica cuál es la posible sanción ni a 

cual ruta o permiso podría dirigirse. 3) No se ha afectado ni la concesión, ni el servicio público 

prestado ni el usuario. Petición: Se declare con lugar en todos sus extremos el recurso 

planteado y la nulidad concomitante.  
 

IV. ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS DE FONDO: 
 

Previo al análisis de los argumentos, conviene citar textualmente la parte dispositiva I de la 

resolución impugnada: 
 

“I. Dar inicio al procedimiento administrativo contra Auto Transportes Cuatro por Tres S.A., 

cédula de persona jurídica 3-101-072757, en su condición de concesionaria de la ruta 620 y 

permisionaria de las rutas 619 y 652, que se tramitará bajo el expediente número OT-077-

2011, con el fin averiguar la verdad real de los hechos denunciados y las inspecciones 

realizadas, al tenor de lo establecido en el artículo 41 de la Ley 7593, incisos c) y m), este 

último en relación con el artículo 17 inciso b) de la Ley Reguladora Transporte Remunerado 

Personas Vehículos Automotores (Ley 3503). Se deberá investigar lo siguiente: 1) Los 
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presuntos hechos acontecidos los días 16, 17, 18, 19, 20, 23, 24 y 25 de mayo de 2011 

relacionados con: a) Incumplimiento de horarios en la ruta 620 (Barranca-Puntarenas; 

Puntarenas-Playón y Puntarenas-Carmen Lyra); b) Uso de flota no autorizada en las 

distintas rutas (unidades de ruta 619 dando servicio en ruta 620 y unidades de la ruta 652 

en la ruta 619); c) Uso de unidades autorizadas en las rutas 619, 620 y 652 y otras unidades 

no autorizadas en dichas rutas, para brindar el servicio de transporte a trabajadores de 

ABOPAC, RECOPE e INCOP; y 2) Los presuntos hechos acontecidos los días 7, 8, 10 y 13 

de febrero de 2012 relacionados con: a) Uso unificado de unidades en las rutas 619, 620 y 

652, a pesar de tener flota autorizada para cada ruta y b) No uso de la totalidad de la flota 

autorizada en las rutas 619, 620 y 652 (…) V. Indicar a la investigada que esta resolución 

en ningún sentido sustituye el auto de intimación, el cual le será comunicado oportunamente 

y contra el cual podrá plantear los recursos administrativos que contra ese acto establece la 

Ley 6227”. (Folios 340 al 350) 
 
En cuanto a los argumentos 1 y 2 no lleva la razón el recurrente por cuanto la resolución RJD-024-2012 

es clara en indicar el objeto, carácter y fines del procedimiento, conforme puede verse de la cita previa.  

 

Sobre este tema se puede citar lo establecido en el Dictamen C-072-2006 de 27 de febrero de 2006 de la 

Procuraduría General de la República en el cual se indicó:  
 

“Es de rigor que desde el inicio del procedimiento administrativo se indique correctamente el 

objeto, carácter y fines del proceso, a fin de que el afectado tenga pleno conocimiento del acto 

(…)” 

 

La resolución RJD-024-2012 es la que da inicio al procedimiento, en ella se determinó el 

objeto de éste, el cual es llegar a la verdad real sobre los presuntos hechos indicados tanto en 

la denuncia como en la inspección, y se puntualizó además y se encausaron de dichas 

conductas, como incumplimiento de horarios; uso de flota no autorizada en las distintas rutas; 

uso de unidades autorizadas no autorizadas para brindar el servicio de transporte a 

trabajadores de ABOPAC, RECOPE e INCOP, uso unificado de unidades en las rutas 619, 620 

y 652, no uso de la totalidad de la flota autorizada en las rutas 619, 620 y 652. Por último, se 

indicó que dichas conductas serían valoradas a la luz de lo establecido en el artículo 41 incisos 

c) y m) los cuales disponen como sanción la revocatoria del título habilitante si se incurre en 

las conductas ahí señaladas.  

 

En razón ello, se tiene que la resolución está debidamente motivada por cuanto en sus 

considerandos se fue preciso al indicar el contenido que los incisos bajo los cuales se 

investigarían los hechos y su consecuencia legal. En razón de ello es claro que la posible 

consecuencia de éste asunto, es la revocatoria del título habilitante. Aunado a ello, la parte 

dispositiva retoma lo dicho al indicar que el procedimiento se inicia al tenor de lo establecido 

en el artículo 41 de la Ley 7593, incisos c) y m), por lo cual no es cierto que “no se indican las 

normas que pueden ser de aplicación” y las posibles sanciones y las rutas que se afectarían 

como lo indica el recurrente. 

 

Por otra parte, en la misma resolución recurrida en el punto V de su parte resolutiva 

literalmente se le informó lo siguiente: “Indicar a la investigada que esta resolución en ningún 

sentido sustituye el auto de intimación, el cual le será comunicado oportunamente (…)”  

 

En este sentido la Procuraduría General de la República en su Manual de Procedimientos 

Administrativos (pág. 152) establece: 
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“(…) Tal y como se indicó, el procedimiento administrativo puede ser producto de una gestión del 

interesado, o bien de una decisión oficiosa de la propia Administración; en ambos casos, al iniciarse el 

procedimiento habrá de dictarse una resolución de trámite o auto de abocamiento, que permita a 

quienes participarán en el mismo, conocer en detalle el objeto, carácter y fines del procedimiento, con 

la respectiva enumeración de toda la documentación pertinente que obre en su poder (…) 

 

Si bien la LGAP no establece claramente el momento procesal para ello, la práctica administrativa ha 

sido que en el mismo acto de la convocatoria a las partes a la Audiencia oral y privada (conocido 

como el auto de traslado de cargos o acto inicial del procedimiento), prevista en los numerales 218 y 

309 de la LGAP, se procede a establecer dicha intimación, así como la imputación.” (Énfasis propio) 

 

Más recientemente, en el Dictamen C-027-2011 del 7 de febrero de 2011, la Procuraduría 

General de la República, indicó:  

 
“Todo lo anterior conlleva entonces un problema básico en la intimación e imputación; principio 

básico del procedimiento administrativo que obliga al órgano encargado de realizar el 

procedimiento, a poner en conocimiento del afectado, a través de la notificación respectiva, una 

relación oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de los hechos por los cuales se inicia 

la investigación”. (Énfasis propio) 

 

Aunado a lo anterior, al momento del conocimiento de este recurso consta en autos la 

resolución ROD-68-2012 de 28 de mayo de 2012 denominada “Formulación de cargos” en la 

cual en su parte dispositiva se le informó, de forma completa, clara, precisa y circunstanciada, 

los hechos que se le endilgan a la investigada y se le indican nuevamente las posibles sanciones 

a la que se expone en el supuesto que los hechos investigados resultasen ciertos. Así en la parte 

dispositiva en el apartado II (folio 383) se indicó que de resultar ciertos los hechos investigados 

se expone a la revocatoria de la concesión o permiso conforme el artículo 41 incisos c) y m) de 

la Ley 7593.  

 

Ergo, no lleva la razón la recurrente al indicar que le ocasiona indefensión la resolución RJD-

024-2012 por cuanto en ésta se determinó el objeto del procedimiento, sus posibles 

consecuencias y se conformó el órgano director responsable de instruirlo; quien, una vez 

investido de esa competencia, emitió la resolución ROD-68-2012 en la cual se le intimó los 

hechos que se investigarían a la recurrente y se le imputó sus posibles consecuencias legales. 

Por lo expuesto, se considera que con lo actuado, no se ha violentado el derecho de defensa de 

la investigada y el argumento debe ser declarado sin lugar.  
 

En cuanto al argumento tercero se tiene que refiere a una valoración de cómo se venía 

prestando el servicio, al respecto, se debe indicar que lo que procede es reservarlo para ser 

resuelto en la resolución final. 

        

En cuanto al incidente de nulidad que alega el recurrente con respecto a la RJD-024-2012, se 

tiene que ésta contiene todos los elementos, tanto formales como sustanciales (sujeto, forma, 

procedimiento, motivo, fin y contenido), exigidos por la Ley 6227, por cuanto:  
 

1. Fue dictado por el órgano competente, es decir por la Junta Directiva  (artículos 129 

y 180, sujeto). 

 

2. Fue emitido por escrito como corresponde (artículos 134 y 136, forma). 
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3. De previo a su dictado, se realizaron los trámites sustanciales y se cumplieron los 

requisitos establecidos en la ley (artículo 129, procedimiento). 

 

4. Contiene un motivo legítimo y existente como génesis del presente asunto, el cual es 

llegar a la verdad real de los hechos sobre, lo denunciado por la empresa 

Cooperativa de Transporte Remunerado de Personas del Roble R.L. y las 

inspecciones realizadas por pate de la Autoridad Reguladora de los Servicios 

Públicos 2. (Artículo 133, motivo). 

 

5. Estableció en su parte considerativa las razones que sustentaron la decisión del 

órgano competente (artículos 131, fin y 132, contenido). 

 

6. Por su parte en cuanto al procedimiento no se han omitido, formalidades sustanciales 

en el mismo que impidieran o variaran el resultado final, o se hubiese ocasionado 

indefensión a la investigada según lo establecido en el artículo 223 de la LGAP. 

 

En este sentido se tiene que a la investigada se le comunicó el inicio del 

procedimiento administrativo que se incoaría en su contra, nombrándose órgano 

director, que resguardara los principios del debido proceso, y derecho de defensa de 

la investigada, y como se indicó supra la resolución RJD-024-2012 delimitó 

adecuadamente los hechos a investigar y su posible sanción.  
 

En razón de lo anterior, no lleva razón el recurrente al alegar que la resolución RJD-024-2012 

esté viciada de nulidad.  
 

V. CONCLUSIONES:  
 

1. Por medio de la resolución RJD-024-2012 la Junta Directiva le indicó los hechos que se 

investigarían y su posible sanción. 

 

2. A través de la resolución ROD-68-2012 el órgano director le informó de forma completa, 

clara, precisa y circunstanciada los hechos que se le investigan a la recurrente. Además 

le indicó nuevamente y en detalle las posibles sanciones. 

 

3. En el presente caso no se observa que se ha violentado el derecho de defensa de la 

investigada ni que se dejare en indefensión. 

 

4. La resolución RJD-024-2012 es un acto válido. 

 

 

VI. RECOMENDACIONES 
 

 (…) ” 
 

II. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito 

de los autos lo procedente es declarar sin lugar por el fondo el recurso de reposición y el 

incidente de nulidad interpuesto por la investigada contra la resolución RJD-024-2012, tal y 

como se dispone: 
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POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas en la Ley General de la Administración Pública y la Ley 

de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, 

 

LA JUNTA DIRECTIVA  

RESUELVE: 

 

1. Declarar sin lugar por el fondo el recurso de reposición y el incidente de nulidad interpuestos 

por la empresa Autotransportes Cuatro por Tres S.A. contra la resolución RJD-024-2012, 

reservando el argumento de fondo para que sea conocido en la resolución final. 

 

2. Agotar la vía administrativa en cuanto a este recurso. 

 

3. Remitir a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria a fin que brinde criterio 

legal sobre el recurso de apelación interpuesto contra la resolución ROD-68-2012. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y COMUNIQUESE. 

 

 

ARTÍCULO 11.  Recurso de apelación interpuesto por la empresa Autos Transportes Chavarría 

Meza S.A., contra la resolución RRG-141-2010 de apertura de procedimiento. OT-16-2010.  

 

Se conoce el oficio 569-DGJR-2012, del 10 de agosto del 2012, mediante el cual la Dirección General 

de Asesoría Jurídica y Regulatoria, rinde criterio en torno al recurso de apelación interpuesto por la 

empresa Autos Transportes Chavarría Meza S.A. contra la resolución RRG-141-2010, del 23 de 

febrero de 2010, de apertura de procedimiento, expediente OT-016-2010.  

 

El señor Juan Manuel Quesada Espinoza explica los principales extremos del citado criterio, al 

tiempo que señala las recomendaciones del caso. 

 

Una vez analizado, la señora Sylvia Saborío Alvarado somete a votación la propuesta de la Dirección 

General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, conforme a su oficio 569-DGJR-2012, del 10 de agosto 

del 2012, la Junta Directiva resuelve por unanimidad: 

 

ACUERDO 11-70-2012 

 

1. Rechazar por extemporáneo el recurso de apelación interpuesto por la empresa Autotransportes 

Chavarría Meza S.A. contra la resolución RRG-141-2010 reservando los argumentos de fondo para 

ser decididos en resolución final.  

 

2. Dar por agotada la vía administrativa en cuanto a éste recurso. 

 

3. Notificar a las partes la resolución que de dictarse, en el lugar o medio que han señalado para ello. 

 

4. Trasladar el expediente al órgano director del procedimiento. 
 

5. Díctese la siguiente resolución: 
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RESULTANDO: 

 

I. Que el 23 de febrero de 2010 mediante la resolución RRG-141-2010 del Regulador General se 

ordenó dar inicio al procedimiento administrativo contra la Empresa Auto Transportes 

Chavarría Meza S.A. para llegar a la verdad de los hechos sobre el supuesto incumplimiento o 

morosidad en el pago de las obligaciones ante la CCSS. Dicha resolución quedó notificada a la 

investigada el 10 de marzo de 2010 (folios 02 al 07). 

 

II. Que el 16 de marzo de 2010 el señor Guillermo Chavarría Ortiz, en su condición dicha 

presentó recurso de revocatoria y apelación en subsidio contra la resolución RRG-141-2010 

(folios 29 al 39).    

 

III. Que el 07 de abril de 2010, el órgano director formuló cargos contra la investigada y le señaló 

hora y fecha para la celebración de la comparecencia oral y privada. Los cargos atribuidos 

fueron que la investigada se mantuvo en estado de morosidad con la CCSS entre el 01 y el 25 

de enero de 2010 en el pago de sus obligaciones patronales (folios 40 al 48). 

 

IV. Que el 23 de junio de 2010 se realizó la comparecencia señalada con la presencia del señor 

Guillermo Chavarría Ortiz en representación de la investigada y acompañado de su abogado 

(folios 53 al 56).  

 

V. Que el 05 de marzo de 2012 por resolución RRG-080-2012 el Regulador General rechazó por 

el fondo el recurso de revocatoria interpuesto (folios 65 al 72). 

 

VI. Que el 27 de abril de 2012 mediante oficio 375-DGJR-2012 se elevó ante la Junta Directiva el 

recurso de apelación y previno al recurrente que contaba con 3 días para hacer valer sus 

derechos ante dicho órgano de alzada (folios 73 al 74). 

 

VII. Que en el plazo concedido a la recurrente no se recibieron sus agravios. 

 

VIII. Que el 27 de abril de 2012 por medio del oficio 183-SJD-2012 el secretario de Junta 

Directiva solicitó análisis del recurso de apelación interpuesto (folio75). 

 

IX. Que el 10 de agosto de 2012, mediante informe 569-DGJR-2012, se rindió criterio jurídico no 

vinculante sobre el recurso de apelación presentado, mismo que corre agregado a los autos.  

 

X. Que en sesión extraordinaria 70-2012, del 27 de agosto de 2012, cuya acta fue ratificada el 5 

de setiembre del 2012; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 

569-DGJR-2012, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución. 

 
 

CONSIDERANDO: 

 

I. Que del oficio de la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria citado, que sirve de 

sustento para la presente resolución, conviene extraer lo siguiente: 

 
“ (…) 
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II. ANÁLISIS DEL RECURSO POR LA FORMA: 

 

1. Naturaleza del recurso: El recurso presentado corresponde al ordinario de apelación, al cual 

se le aplican las disposiciones contenidas en los artículos 342 a 352 de la Ley General de la 

Administración Pública y sus reformas (Ley 6227).  

 

2. Temporalidad del recurso: La resolución que se impugna es la RRG-141-2010, por su 

naturaleza, se cuenta con un plazo para la interposición de recurso de 24 horas de 

conformidad con los artículos 256 inciso 3 y 346 de la Ley 6227, plazo que inicia a partir del 

día siguiente de la notificación del acto. Para el caso concreto, la notificación se efectuó el 

viernes 12 de marzo de 2010 (folios 06 y 57), el plazo inició el lunes 15 de marzo de 2010, con 

un plazo de 24 horas para interponer el recurso. El martes 16 de marzo de 2010 el 

investigado interpuso el recurso de revocatoria y apelación en subsidio (folios 02 al 07 y 29 

al 39). 

 

Del análisis comparativo de la interposición del recurso con respecto a la fecha de 

notificación de la resolución impugnada, se tiene que el mismo fue presentado de forma 

extemporánea, por cuanto el plazo vencía el 15 de marzo de 2010. 

 

3. Legitimación: Que consta en autos que el recurso se  interpuso en nombre de Autotransportes 

Chavarría Meza S.A, por lo que está legitimada para actuar -en la forma en que lo ha hecho- 

de acuerdo con lo establecido en los artículos 275, y 282 de la Ley 6227, pues es parte dentro 

del procedimiento en que recayó la resolución recurrida (folios 16 al 23).  

 

4. Representación: El señor Guillermo Chavarría Ortíz, ostenta la condición de apoderado 

generalísimo sin límite de suma de Auto Transporte Chavarría Meza S.A, por ello está 

facultado para la interposición del recurso de apelación en estudio (folios 09 y 33). 

 

III. ARGUMENTOS DEL RECURRENTE: 
   

En la impugnación, que es extemporánea, se expresan los alegatos de la recurrente, los cuales 

a pesar de ello, han sido en su totalidad estudiados y se pueden sintetizar de la siguiente 

forma: 1) Consta en autos que la investigada al 3 de marzo de 2010 se encontraba al día con 

sus obligaciones obrero patronales ante la CCSS; 2) Según el artículo 38 inciso f) de la Ley 

7593, una vez determinado el incumplimiento se le debió conceder un plazo de 30 días para 

corregir esa omisión o el atraso; 3) La apertura del procedimiento en su contra carece de 

interés actual, por cuanto el mismo se inició por una morosidad que a la fecha de 

presentación del recurso ya no existía. 
  

IV.  SOBRE EL FONDO DEL RECURSO:   
 

Pese a que el recurso interpuesto debería ser rechazado por extemporáneo; al amparo de los 

numerales 174, 292 y 351 de la Ley 6227, que establecen la potestad de la administración de 

adoptar las medidas necesarias  para ajustar su conducta a la ley y a la buena 

administración, revocándola, anulándola o reformándola de oficio, o en virtud de recurso 

administrativo, se procede analizar los argumentos del recurrente únicamente con el fin de 

verificar que la resolución impugnada no adolezca de vicios que conlleven su nulidad 

absoluta. 

  



 
 
 
 

 

Sesión Extraordinaria N.° 70-2012    27 de agosto del 2012  

45 

 

 

Considera esta Asesoría que la resolución impugnada cuenta con el sustento para su dictado, 

por cuanto de su análisis se evidencia que existían suficientes elementos de juicio para 

concluir que había mérito para ordenar el inicio de un procedimiento administrativo de tipo 

sancionatorio.  

  

No obstante lo anterior, siendo que los argumentos del recurrente se refieren al fondo del 

objeto del procedimiento, su análisis debe ser reservado para la resolución final.  

V. CONCLUSIONES: 

1. El recurso interpuesto por la empresa Autotransportes Chavarría Meza S.A. es inadmisible 

por ser extemporáneo. 

 

2. La resolución impugnada se sustentó en los elementos de juicio que en ese momento dieron 

mérito para su dictado. 

 

3. Los argumentos del recurso referidos a la situación de la investigada con la CCSS son 

argumentos de fondo y por ello, prematuros para esta etapa del procedimiento, mismos que 

deberán ser conocidos por el órgano decisor en la resolución final. 

(…)” 
 

VI. Que de conformidad con el resultando y el considerando que preceden y de acuerdo al mérito de 

los autos, es procedente rechazar por extemporáneo de apelación interpuesto, tal y como se 

dispone: 

 

POR TANTO: 

 

Con fundamento en las facultades conferidas en el Ley General de la Administración Pública. 

 

LA JUNTA DIRECTIVA   

RESUELVE: 

 

1. Rechazar por extemporáneo el recurso de apelación interpuesto por la empresa Autotransportes 

Chavarría Meza S.A. contra la resolución RRG-141-2010 reservando los argumentos de fondo 

para ser decididos en resolución final.  

 

2. Dar por agotada la vía administrativa en cuanto a éste recurso. 

 

3. Notificar a las partes. 

 

4. Trasladar el expediente al órgano director del procedimiento. 

 
NOTIFÍQUESE. 

 

A las diecisiete horas y cinco minutos finaliza la sesión. 
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